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Planteamiento de lo 
cuestión religioso en España, 
1899-1902* 
José Andrés Gallego 
A tenor de lo estudiado hasta ahora 1, pare-
ce puede concluirse que el replanteamiento 
de la cuestión religiosa en España para el 
primer tercio del siglo xx (cuestión por lo 
demás cuya importancia para nuestra histo-
ria reciente ha sido sobradamente advertida) 
obedece quizá, desde el punto de vista polí-
tico, sobre todo a los trabajos activistas de 
una parte del tradicionalismo español en 
pro de colaborar con el régimen liberal de 
la Restauración conforme a los deseos de 
León XIII. Intensificados tales esfuerzos 
desde 1897 alrededor del general Camilo Po-
lavieja, en el otoño del 98 los sectores re-
publicanos radicales habían iniciado una 
campaña periodística contra la caracteriza-
ción católica del grupo que el militar for-
* La tesis de licenciatura que ha servido de base a 
este estudio fue dirigida por el Dr. José Manuel Cuen-
ca, que ha aludido a ella amablemente en Iglesia y 
Estado en la España contemporánea (1789-1914), IUS 
CANONICUM, X (970), 452. 
1. En la tesis doctoral del autor sobre Regeneracio-
maba. Pero, aliado éste en enero de 1899 
con la Unión Conservadora dirigida por 
Francisco Sílvela, el problema afectó ya al 
Partido Liberal Fusionista (antagonista del 
conservador en el bipartidismo monárquico 
bajo la jefatura de Sagasta. Debilitado éste 
en extremo por un proceso inaugurado al 
menos en 1892, quedaba ahora en acentua-
do desequilibrio y sin programa frente a la 
poderosa coalición moderada. Numerosas 
fracciones liberales (republicanos, demócra-
tas monárquicos de Canalejas, monárquicos 
centristas de Romero Robledo, también al-
gunos fusionistas) declararon por ello en-
tonces la necesidad de una concentración 
democrática defensiva, que, renovando el 
programa del fusionismo, nivelara de nuevo 
nismo y política confesional en España, 1889-1899, un 
resumen de la cual puede consultarse en "Archivo 
Hispalense", núm, 166 (1971), 149 pp, Vid. un avance 
en La última evolución política de Castelar, 'Hispa-
ni a", XXX (970), 385-393. 
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la balanza- del sistema e imposibilitara al 
tiempo la realización de la política antilibe-
ral que algunos sectores tradicionalistas de-
seaban de la alianza Polavieja-Silvela. 
En julio del 99, Canalejas, disidente de Sa-
gasta, ofreció ya el programa a pretender 
por la hipotética coalición democrática. Se 
dirigía sobre todo a limitar el número de re-
ligiosos y la capacidad adquisitiva de los ins-
titutos de perfección de la Iglesia, que, se-
gún la opinión radical, habían favorecido el 
encumbramiento de Polavieja. Pero, porque 
se trataba también de revitalizar la oposi-
ción política liberal y no sólo de defender 
las instituciones democráticas, la dimisión 
del general en septiembre de 1899, como mi-
nistro de la Guerra del gabinete que había 
formado con Silvela en marzo, no bastó pa-
ra relegar de nuevo al olvido el viejo pro-
blema religioso que latía en la escisión ideo-
lógica de España. Es cierto, sin embargo, 
que, quizá también por eso, no todos los po-
líticos fusionistas aceptaron de grado la re-
surrección de un asunto que había dividido 
el país, incluso con la guerra, y que quería 
transformar conscientemente un partido, el 
fusionista de Sagasta, creado en realidad pa-
ra dar vida pacífica al turno del sistema de 
Cánovas. La justificación del programa anti-
clerical hubo de ser, por tanto, tarea costo-
sa, y su polémico planteamiento jurídico vi-
no a argumentar treinta años largos, de irre-
gular intensidad, de discusión y acción so-
ciopolítica. 
Abordamos aquí, de ella, sólo el aspecto 
estrictamente político del problema, que, sin 
embargo, partió de un cierto esquema inte-
lectual colectivo y de unos determinados 
2. Con la relativa excepción de Melchor FERNÁNDEZ 
ALMAGRO, Ultimo Gobierno de la Regencia de doña 
presupuestos sociales. Precisamente porque 
es tal vez oportuno estudiar éstos en sí mis-
mos, sin subordinarlos a la historia que se 
ha llamado eventual, con denominación no 
rigurosa pero ciertamente gráfica, no aludi-
remos a esta vertiente, postergándola para 
otro momento por un mero criterio metodo-
lógico. Por lo demás, el ángulo político y 
jurídico que nos ocupa tiene cierto interés 
en la dinámica de las ideas sobre la concep-
ción intelectual de España, notoriamente 
enfrentadas en la primera mitad de esta cen-
turia: la revitalización del republicanismo 
que culmina en 1931, el agriamiento de las 
oposiciones típico de la «época de la violen-
cia» con que comienza el siglo, el propio 
agotamiento del sistema de Cánovas, la in-
corporación definitiva del tema religioso a 
la primera línea de los programas democrá-
ticos para los cuarenta años siguientes, el 
renacimiento de las algaradas callejeras pe-
queñoburguesas con fuerza desconocida, son 
todos problemas que yacen avivando o de-
jándose influir por el asunto y en el momen-
to que aquí estudiamos -por otra parte 
apenas tratado al parecer monográficamente 
por la historiografía moderna 2 y, con fre-
cuencia, desenfocado quizá en los trabajos 
sobre esta época. 
1. La reelaboración del programa liberal. 
Reducido el Gobierno de Silvela a un simple 
gabinete conservador en el otoño de 1899, 
tras la salida de Polavieja y Durán iBas, 
que había simbolizado el acercamiento del 
militar al catalanismo, la gestión política 
María Cristina, "Revista de Estudios Políticos", 1958, 
5-33. 
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finisecular quedó centrada en los presupues-
tos niveladores para 1900. Por ellos se en-
frentaban al ministerio los nuevos grupos re-
generacionistas, de clara extracción burgue-
sa, afectados por los proyectos hacendísti-
cos. Pero, en el aspecto religioso, aquellos 
presupuestos presentaron también un flan-
co especialmente manejable para que la 
oposición fusionista liberal continuase bus-
cando la reelaboración de su programa: 
el de la subvención que, bajo diversos con-
ceptos, otorgaba el Estado a la Iglesia, so-
bre todo en las denominadas «obligaciones 
eclesiásticas» del ministerio de Gracia y Jus-
ticia. Nacidas en principio como indemniza-
ción por las desamortizaciones, eran ahora 
vulnerables por dos motivos: el desajuste sa-
larial entre el alto y el bajo clero, realmente 
infradotado, y lo elevado de la cantidad glo-
bal destinada al culto y al estamento cleri-
cal, que podía ser disminuída en parte por 
medio de la reforma del Concordato vigen-
te y, en parte también, con la simple aplica-
ción de lo dispuesto en él: puesto que algu-
nas de las instituciones suprimidas en aquel 
pacto de 1851, subvencionadas por el Esta-
do, subsistían aún. 
E! Gobierno Silvela había sido, en realidad, 
consciente de tales posibilidades desde su 
misma formación. y parece que, por vía di-
plomática, buscó soluciones: primero, en la 
3. Cfr. Heraldo de Madrid, 25-IV-1899. En el Archivo 
General del Ministerio de Asuntos Exteriores (en ade-
lante AMAE), no hemos hallado referencias a esa vi-
sita, y sí, en cambio, a otra realizada por el propio 
monseñor Sancha en mayo de 1900, en la que trató 
de la política catalanista que desarrollaba en Barce-
lona el obispo Morgades, transmitiendo con ello que-
jas de la corona: vid. AMAE, Sección Política: Santa 
Sede, legajo 2.677: Expediente "1900. Asunto Obispo 
Barcelona Sr. Morgades". Vid., sobre lo mismo, El 
Imparcial, 19 y 20-1-1900. Y las cartas intercambiadas 
entre el cardenal Sancha y la reina, de 22 y 30-V-1900, 
primavera del 99, comisionando al cardenal 
arzobispo de Toledo, monseñor Sancha, pa-
ra gestionar en Roma la unificación de las 
demarcaciones diocesanas y provinciales 3 (lo 
que, al suponer la supresión de algunos 
obispados y cabildos, provocó protestas de 
ciertos prelados y de los propios capítulos 4); 
después, en septiembre, con varias entrevis-
tas entre el nuncio de Su Santidad y el mi-
nistro de Gracia y Justicia sobre la posible 
reducción de la dotación del clero ~. 
Ninguna de las dos gestiones fructificó: de 
manera que, en el otoño, durante la discu-
sión de aquellas obligaciones eclesiásticas en 
el Congreso, liberales y republicanos insis-
tieron en la necesidad de reformar el Con-
cordato y de aplicar, sin tratos con la Santa 
Sede, las disposiciones del mismo que no 
habían sido cumplidas 6. La discusión no 
prosperó; quizá porque, en el fondo, los 
conservadores estaban conformes con la ne-
cesidad de lo primero. Pero, en adelante, 
el tema religioso abandonó de nuevo la ac-
tualidad política, y el gobierno no volvió a 
referirse a trato alguno con el Vaticano 7, 
absorbidos unos y otros entonces, silvelistas 
y liberales de todo cuño, por la discusión 
de las demás partidas de los presupuestos 
hasta los días últimos de marzo de 1900. 
El tema religioso había quedado, pues, nue-
Archivo del Palacio de Oriente, Secretaría particular 
de doña María Cristina de Habsburgo, c.a 6, n.o 27. 
4. Vid. FERNÁNDEz VILLAVERDE, Diario de Zas Sesiones 
de Cortes. Congreso de los Diputados. Sesión del 4-
VII-1899; Antolín LóPEZ PELÁEz, EL presupuesto de! 
Clero, Madrid, Imp. de los Hijos de Gómez Fuente, 
1910, p. 327. 
5. Cfr. El Imparcial, 17 y 27-IX--1899. 
6. Vid. BERGAMÍN, Diario de las Sesiones .. . Congre-
so ... , 23-XI-1899, y COMYN, ibidem, 30-XI-1899. 
7. Vid. El Imparcial, l-X-1899 a ... 3.0-VI-I900. 
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vamente desplazado; pero probablemente 
para evitar su replanteamiento, Silvela cui-
dó de acentuar su despegue del rebrote tra-
dicionalista (iniciado ya con la dimisión de 
Polavieja) a la hora de reorganizar el mi-
nisterio el 18 de abril del último año del si-
glo. Logró concretamente el cese del marqués 
de Pidal, tradicionalista alfonsino de mar-
cada significación confesional en el Minis-
terio de Fomento, y el desdoble de éste, re-
clamado por algunos sectores de la burgue-
sía, en dos nuevas carteras: la de Instruc-
ción pública y la de Agricultura, Industria, 
Comercio y Obras Públicas. De esta encargó 
a un hombre independiente de espíritu ne-
tamente reformista, don Rafael Gasset, di-
rector hasta entonces de El Imparcial y 
abanderado de importantes avances técnicos 
de los programas regeneradores (la política 
hidráulica de Costa entre otros); del Mi-
nisterio de Instrucción pública, al exliberal 
García Alix 8, que llegaba dispuesto al pare-
cer a realizar la ponencia educativa institu-
cionista presentada a la Asamblea de Pro-
ductores de Zaragoza de 1899 9• La concre-
tó el nuevo ministro en el decreto de 20 de 
julio de 1900, por el que establecía un plan 
de enseñanza media de orientación técnica 
y no humanística 10, y en el del 21 de agos-
to, que, con el anterior, limitó la dispensa 
de título profesional de que gozaban los re-
8. Cfr. ibidem, 19-IV-1900. 
9. Cfr. ibidem, 22-IV y 27-VI-1900; El Liberal, 6-
VII-1900, y Maria Dolores GÓMEZ MOLLEDA, Los refor-
madores de la España contemporánea, Madrid, C.S.I.C., 
1966,p. 446. 
10. Cfr. El Liberal, 4-VIII-1900. 
11. Cfr. P. V., Existencia legal de las Corporaciones 
religiosas en España. Madrid, Imp. de San Francisco 
de Sales, 1901, p. 45. No hemos hallado referencias a 
esta legislación en Yvonne TURÍj'q, La educación y la 
escuela en España de 1874 a 1902. Liberalismo y tradi-
ción. Madrid; Aguilar, 1967, 380 pp. 
ligiosos educadores, para formar tribunales 
de examen, sólo a los escolapios, agustinos 
y jesuítas, como tradicionalmente dedicados 
a la enseñanza 11. 
Terminante e insistente García Alix en sus 
declaraciones de aquellos meses (sobre todo 
en el discurso de la Universidad de Vallado-
lid) contra la completa libertad educativa y 
contra los centros privados, en pro de la in-
tervención estatal, su consiguiente enfrenta-
miento con los pidalianos, que defendían la 
libertad de enseñanza precisamente porque 
permitía el predominio de la Iglesia 12, pa-
recía totalizar el giro liberalizador de Silve-
la. Pero un suceso incidental dio al traste 
con el Gobierno en octubre: oficialmente, 
por desacuerdo en su seno sobre la persona 
que había de regir la capitanía general de 
Castilla la Nueva (Weyler según Linares, mi-
nistro de la Guerra, enemistados ambos con 
Polavieja, y éste según los demás, en desa-
gravio de su dimisión 13). Pero, a juicio de 
algunos, por la oposición de Silvela a la bo-
da de la princesa de Asturias con don Carlos 
de Borbón, noble de estirpe carlista, de cuyo 
enlace se había empezado a hablar entonces 
con preocupación creciente 14. Y, en verdad, 
si fue así, la negativa estaba muy en la línea 
seguida por el jefe conservador desde el oto-
ño de 1899, cuando, al comprobar la protes-
ta formidable que su inclinación a los tra-
12. Vid. Esteban VALLINA y SUBIRANA, El certamen 
universal de 1900 y la reforma de la enseñanza del 
Excmo. Sr. Marqués de Pidal ... , Madrid, Imp. del Asi-
lo de Huérfanos del S. C. de Jesús, 1900, 336 pp. 
13. Cfr. El Liberal, 21-X-1900, y Francisco PI Y MAR-
GALL Y Francisco PI y ARSUAGA, Historia de España en 
el siglo XIX ... , Barcelona, Miguel Seguí, editor, 1902, 
tomo VII (Segunda parte), PP. 1.890 ss. 
14. Cfr. Luis ANTÓN DEOLMET y Arturo GARCÍA CA-
RRAFA, Maura, Madrid, Imp. de "Alrededor del Mun-
do", 1913, Pp. 222-223. 
LA CUESTlON RELIGIOSA EN ESPAÑA, 1899-1902 177 
dicionalistas provocaba, se había esforzado 
en rectificarla por todos los medios: Prime-
ro, alejando del gobierno a Polavieja y a 
Durán iBas. Después, contraponiendo a la 
gestión de Pidal la de García Alix. Ahora, 
ahuyentando quizás el peligro que los libe-
rales podían entrever en el acercamiento de 
una familia carlista a la casa real: Siempre 
para que el fusionismo no pudiera ver (ni 
buscar), en la Unión Conservadora, la carga 
antiliberal que se le había atribuído. 
El nuevo problema, ciertamente, bastaba a 
provocar tales peligros: don Carlos de Bor-
bón y Borbón, el presunto esposo de la in-
fanta, era hijo del heredero de los derechos 
regios a la corona de Nápoles, el conde de 
Ca serta, que había luchado junto a Carlos 
VII en la última guerra civil española. Y por 
ello, aunque aquél vivía desde 1888 en Es-
paña, de cuyo ejército formaba parte 15, los 
liberales podían encontrar en su ascenden-
cia, como futuro rey consorte de España 
si Alfonso moría, el regreso de la reacción 
antidemocrática temida en el 99. 
La prensa comenzó a recoger rumores sobre 
la boda, que circulaban desde hacía tiempo, 
al menos en abril de 1900. En el verano, 
los diarios liberales empezaron ya a prepa-
rar y anunciar explícitamente la nueva ofen-
siva, con el recuerdo del artículo cincuenta 
y seis de la Constitución, que consignaba el 
deber de someter a la aprobación de las Cor-
tes los contratos y estipulaciones matrimo-
niales del sucesor de la corona (lo era María 
de las Mercedes hipotéticamente), y la ad-
vertencia de la enemistad con el reino de 
15. Cfr. AZCÁRRAGA, Diario de las Sesiones ... , Con-
greso ... , 19-XII-I00. 
16. Cfr. El , Imparcial, 10-IV-1900, y El Liberal, 2, 9 
Y 29-VII-1900. 
Italia, creado en parte sobre las ruinas del 
trono de Nápoles, que el enlace podía susci-
tar, a pesar de las declaraciones filolibera-
les del propio don Carlos 16. 
Indispuesto seguramente Sagasta a empa-
ñar su liberalismo con la celebración del 
matrimonio si sucedía a los silvelistas en el 
poder, el conservador Azcárraga hubo de 
formar por eso, en octubre de 1900, un mi-
nisterio «puente», que, en frase lapidaria de 
Pi y Margall, «pareció sencillamente un Go-
bierno casamentero» 17, entre cuyas primeras 
medidas, además, tuvo que figurar la sus-
pensión de las garantías constitucionales de 
1 de noviembre, a raíz del alzamiento de 
varias partidas carlistas en Cataluña 18. 
Reabiertas las Cortes el 20 de aquel mes, el 
23 Azcárate interpeló al Gobierno acerca del 
enlace. En adelante, el tema dominó las 
discusiones parlamentarias. Pero de modo 
que, contra él, se pronunciaron ya al uníso-
no, acordes nuevamente en confusa ofensiva 
contra la llamada «reacción», los centristas 
de Romero Robledo, los fusionistas, demó-
cratas y republicanos de todas las tenden-
cias. En sus discursos, consignaron puntos 
poco conexos con el tema matrimonial, que 
replanteaban definitivamente, sin embargo, 
la cuestión religiosa: la necesidad de some-
ter al derecho común «las órdenes monásti-
cas que nos invaden», en frase del propio Az-
cárate 19; en concreto a la hora de satisfacer 
las contribuciones debidas por sus activida-
des educativas, industriales y agrarias, según 
don Fernando Gasset, y a la hora de evitar 
su monopolio de la enseñanza y el crecimien-
17. Op. cit., VII (2.8 ), 1.899. 
18. Cfr. El Liberal, 29-X a 2-XI-1900. 
19. Diario de las Sesiones... Congreso ... , 24-XI-1900. 
Cfr. ibidem, 20 y 23-XI-1900. 
178 JOSEANDRES GALLEGO 
to de los bienes de mano muerta. Lo que 
exigía la concentración de las fracciones li-
berales contra ello, según dijo Canalejas en 
su discurso del 14 de diciembre 20. 
La intervención del último, por cierto, ha-
bía de ser juzgada más tarde, quizás erró-
neamente, como principio de la campaña 
anticlerical del siglo xx 21, Y al orador demó-
crata, como su promotor 22. Pero, de inme-
diato se denunció también su excesiva simi-
litud (su traducción a veces) con otra 
alocución anterior pronunciada por Wal-
deck-Rousseau en Toulouse. Como Canale-
jas, el jefe del Gobierno galo había ha-
blado de la existencia de dos juventudes 
separadas en Francia, formada una en los 
centros congregacionistas y la otra en los 
estatales; del desarrollo de los bienes inmo-
biliarios de los institutos y de la oposición 
socioeconómica entre el mísero clero secu-
lar y el regular 23. La acusación se refería al 
giro programático del Gabinete francés, que, 
de ministerio de defensa republicana, había 
pasado a aglutinar la mayor parte del radi-
calismo con un plan de reformas religiosas, 
concretadas en dos nuevas leyes sobre aso-
ciaciones y sobre educación. Presentadas am-
bas al parlamento el 14 de noviembre de 
1899, la loi relative au contrat d'association 
venía a prohibir el establecimiento de co-
munidades religiosas sin autorización guber-
20. Cfr. ibidem, 29-XI y 14-XII-1900, respectivamente. 
21. Vid. MOROTE, ibidem, 15-XII-1905. 
22. Vid. GóMEZ ACEBO, ibidem, 8-XI-1902; CAN~LEJAS, 
ibidem, 10-V-1902; Marqués de PIDAL, ibidem, Senado, 
U-VII-190l, y Cardenal SANCHA, El Kulturkampf inter-
nacional, 2.& ed. corr., Madrid. Librería religiosa de 
D. Enrique Hernández, 1901, p. 35. 
23. Cfr. Marqués de PIDAL, Diario de las Sesiones ... , 
Senado ... , ll-VII-1901. Debió referirse al discurso re-
señado por Pierre SORl:.IN,Waldeck-Rousseau, Paris, 
LibrairieArmand Colino 1966, PP. 219-220. 
24. Cfr. Juan ROGER, Ideas políticas de tos católicos 
nativa, con tres meses de plazo, desde que 
fuera promulgada, para que las asociaciones 
ya existentes pidieran tal autorización, so 
pena de ser disueltas y confiscados sus bie-
nes. Lo que apuntaba sobre todo, según Ro-
ger, contra los jesuítas y los asuncionistas, 
que eran blanco escogido de la opinión an-
ticlerical francesa 24. 
En definitiva, lo que se pretendía era man-
tener coherentes, en torno al Gabinete, las 
fuerzas radicales, de cuya unión dependía 
quizá la seguridad del régimen y, por su-
puesto, la vida del Gobierno. Obvio era, por 
eso, el ejemplo que tal planteamiento podía 
ofrecer a los liberales españoles, escindidos, 
sin programa, cuya falta de cohesión ame-
nazaba, además, la subsistencia misma del 
sistema de Cánovas. Se dijo, en concreto, 
que Canalejas pretendía conscientemente 
dar un contenido radical al programa del 
liberalismo para aglutinar a todos los ele-
mentos que lo profesaban y contrarrestar 
así el empuje del Partido Conservador, que 
no se atrevería a arrebatarles la bandera 
anticlerical 25. Por eso, Francos Rodríguez, 
amigo y correligionario suyo, afirmó de él 
que «quería para España algo de lo que en 
Francia realizaba entonces Waldeck-Rous-
seau» 26. Y la prensa tradicionalista anunció 
enseguida que la legislación vecina sería 
pronto traducida «y representada en nues-
franceses, Madrid, C.S.I.C., 1951, p. 341. Vid. Jacques 
KAYSER, Les grandes batailles du radicalisme des ori-
gines aux portes du pouvoir 1820-1901, Paris, Marcel 
Riviere & Cie., 1962, p . 297. 
25. Cfr. Angel SALCEDO RUIZ. Historia de España (Re-
sumen critico), Madrid, Ed. Calleja, 1914, p. 697, Y 
Duque de MAURA y Melchor FERNÁNDEZ ALMAGRO, Por 
qué cayó Alfonso XIII..., 2.& ed., Ed. Ambos Mundos, 
1948, pp. 22-23. 
26. La vida de Canalejas, Madrid, Tip. de la "Rev. 
de Arch., Bib. y Museos", 1918, p. 251. 
LA CUESTION RELIGIOSA EN ESPAÑA, 1899-1902 179 
tro teatro político» ZI. Inmediatamente des-
pués de aquel discurso, en efecto, el 18 de 
diciembre, Azcárate había añadido un nue-
vo punto de interés sobre la limitación del 
número de frailes, esbozado ya por Canale-
jas en julio del 99: «De las Ordenes religio-
sas que hoy viven [ ... ] en España -dijo-, 
hay unas que están concordadas, y hay otras 
que están toleradas» 28: distinción que plan-
teaba el previsible problema jurídico tal co-
mo estaba establecido en Francia desde co-
mienzos del siglo XIX 29. 
Formalizado así el nuevo programa liberal 
en el invierno final de la centuria, la revita-
lización del sistema político que con él se 
pretendía no tardó en concretar la disyun-
tiva en que quedaba el fusionismo: «Ni se 
concibe ni se necesita en España -precisó 
El Liberal el 15 de diciembre- un partido 
liberal que no sea democrático y que no 
haga suyo el programa defensivo, susten-
tado ayer [ ... ] por el señor Canalejas» 30. De 
modo que Sagasta había de aceptarlo o re-
negar de la representación de la izquierda 
monárquica burguesa, que justamente era 
su razón de ser. 
En la sesión parlamentaria del día 18, Sa-
gasta se decidió públicamente por el primer 
camino. Pero, como manifestando su des-
confianza en tal disposición, Canalejas anun-
27. El Universo, 15-1-1901, cit. GÓMEZ MQLL)i;DA, op. 
cit., 430. 
28. Diario de las Sesiones ... , Congreso ... , 18-XII-1900. 
29. Al menos desde el decreto napoleónico de 1804: 
vid. A. LATREILLE, J.-R. PALANQUE, E. DELARuELLE, R. 
RtMOND, Histoire du Catholicisme en France. Le pé-
riode contemporaine. Paris, Editions Spes, 1962, pp. 
198 ss., 227 ss. 
30. El Liberal, 15-XII-1900. 
31. Cfr. Diario de las Sesiones ... , Congreso .. . , 18 y 
19-XII-1900. 
32. Vid. El Liberal, 24 a 31-XII-1900. El ministro de 
ció que, si se consideraba nuevamente, des-
de entonces, dentro del fusionismo mili-
tante, no lo estaba aún en el Partido Liberal 
de gobierno, al que apoyaría cuando estu-
viera en el poder, pero sin figurar en sus 
filas 31. 
El Gabinete conservador de Azcárraga in-
tentó neutralizar la ofensiva con una actitud 
que pareciera ecuánime. Hizo cesar así, co-
mo preceptor real, al padre Fernández Mon-
taña, sustituído por Brieva y Salvatierra, 
tradicionalista también, a raíz de la protesta 
liberal que suscitó el artículo de aquél en 
El Siglo Futuro sobre «Los errores del señor 
Canalejas en el Congreso», a quien juzgaba 
heterodoxo por liberal 32• Tal vez la utiliza-
ción de catecismos con anatemas contra el 
liberalismo en la enseñanza media, denun-
ciada por Morayta en las Cortes 33 justificó 
después la circular de 15 de enero de 1901 
del ministro de Instrucción pública, García 
Alix, enviada a los rectores de los centros 
educativos, a fin de que impidieran al pro-
fesorado la divulgación de doctrinas contra-
rias a la Constitución 34. Lo que, sin embar-
go, fue interpretado por elementos radicales 
como atentado contra la libertad de cátedra, 
t:n tanto que, con otras decisiones (la prohi-
bición, en concreto, de algunos actos exter-
nos de culto católico, por creerlos relacio-
Estado llegó a redactar, incluso, una nota de protesta 
al nuncio, fechada en 26-XII-1900, que no llegó a man-
dar, donde insistía en la significación del padre Fer-
nández Montaña como miembro del Tribunal de la 
Rota, que hacía más inoportuna su actitud: Vid. 
AMAE, Política: Santa Sede, lego 2.677: Expte. "Fer-
nández Montaña. Publicación de un artículo en El 
Siglo Futuro. Diciembre 1900". 
33. Cfr. Diario de las Sesiones ... , Congreso ... , 2-1-1901. 
34. Cfr. V. MINTEGUIAGA, La libertad de la cátedra y 
el Ministerio de Instrucción pública, "Razón y Fe", 
enero 1902, p. 46. 
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nados con los levantamientos carlistas 35), 
contribuyó a enfrentarlo también con los le-
gitimistas e integristas. 
El 16 de enero, la cámara francesa comenzó 
a debatir el proyecto de ley de asociaciones, 
y la prensa liberal española advirtió ense-
guida el peligro de que los religiosos desau-
torizados inmigraran a España, donde se 
sumarían a los ya existentes y a los repa-
triados de Filipinas, cuyo regreso se espera-
ba para la primavera. Se calculó asimismo 
que, de los mil quinientos cuarenta y seis 
conventos que existían en Francia, la nueva 
ley de Wadeck-Rousseau acarrearía la supre-
sión de más de dos tercios, cuyos individuos 
habrían de buscar asilo en otros países. Pe-
ligro tan temible que se dijo del Gobierno 
mismo que gestionaba ya en enero ante la 
Santa Sede, con renovada prudencia, la po-
sibilidad de que el Vaticano desviase de Es-
paña al menos una parte de la probable co-
rriente inmigratoria 36. 
Había, pues, en todo ello, materia suficiente 
para dar contenido a la protesta liberal, y 
de nuevo algunos hechos marginales contri-
buyeron a popularizarla. El 30 de enero, el 
Teatro Español, de Madrid, estrenó el dra-
ma Electra, donde Galdós opuso la visión 
pesimista del mundo religioso frente al de-
seo de vivir, encarnados en la forzada en-
claustración de una muchacha. Y la repre-
sentación inaugural fue interrumpida ya 
por gritos contra los jesuítas y «1os reaccio-
narios» y vivas a la libertad, seguidos en 
35. Vid. IRIGARAY, Diario de las Sesiones ... , Congre-
so ... , 8-VlI-1901. 
36. Cfr. El Liberal, 16, 22, 28 Y 30-1-1901. 
37. Cfr. ibidem, 31-1-1901 ss. Vid. Benito PÉREZ GAL-
DÓS, Electra, en Obras completas, tomo VI, Madrid, 
Aguilar, 1961, PP. 848-897. 
38. Vid. Joaquín CASALDUERO, Vida y obra de Galdós 
días sucesivos de manifestaciones conti-
nuas 37. 
Cuestión aparte es saber si la obra, realmen-
te oportuna, había sido escrita con intencio-
nes determinadas. Sus comentaristas ase-
gurarían la mera coincidencia de su estreno 
con la actualidad política y la espontanei-
dad de la agitación 38. Baroja dijo, en cam-
bio, que el propio «don Benito y Maeztu 
fueron los que dirigieron la distribución es-
tratégica de los amigos en la sala del teatro 
Español» ante la primera representación, 
entre ellos don Pío mismo y Azorín, y que 
fue don Ramiro el que, en un momento ten-
so, «con voz tonante dio un terrible grito de 
¡Abajo los jesuítas! ... » 39. Pero sí parece 
cierto que la obra había sido escrita antes, 
en el verano de 19004Q, que fue tiempo de 
calma. 
En todo caso, los disturbios en torno a ella 
se agravaron en los primeros días de febre-
ro. Y, en adelante, Electra se convirtió en 
símbolo de la lucha anticlerical en nume-
rosas ciudades, dentro y fuera de España, 
máxime cuando, por las mismas fechas, la 
prensa divulgó un proceso que evocaba el 
relato de Electra: el de Adelaida de Ubao, 
acusada ante los tribunales por su madre 
de haber ingresado en un convento sin su 
autorización. 
Sólo la vista de la causa ante el Supremo, 
el 7 de febrero (defendida aquélla por don 
Antonio Maura y ésta por Salmerón), pro-
vocó una nueva manifestación madrileña, 
(1843-1920), 2." ed. ampl., Madrid, Ed. Gredos, 1961, 
p. 32, Y Ricardo GULLÓN, Gald6s novelista moderno, 
Madrid, Taurus, 1960, p. 32. 
39. Cit. GÓMEZ MOLLEDA, op. cit., 432. 
40. Cfr. Marcos GUIMERÁ PERAZA, Maura y Gald6s, Lás 
Palmas, Ediciones del Excmo. Cabildo Insular de Gran 
Canaria, 1967, pp. 80 ss. 
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antijesuítica como las motivaciones por 
Electra, que parece congregó a un millar de 
personas. Y, el mismo día, la llegada a la 
villa del conde de Caserta, para presenciar 
la jura constitucional de su hijo, aumentó 
la inquietud. Las algaradas anticlericales, 
muchas con expresas alusiones a la Compa-
ñía, se extendieron a partir del día 9 a nu-
merosas ciudades españolas: Zaragoza, Bar-
celona, Valladolid, Valencia, Granada, Sala-
manca, Alicante, León, Cádiz, Almería, Mur-
cia, Málaga, Santander, Sevilla, Cuenca, La 
Coruña, Badajoz, Lugo, Guadalajara ... , inin-
terrumpidas hasta que la proclamación del 
estado de guerra el 14 paralizó los distur-
bios y posibilitó la celebración del matri-
monio real en aquella misma fecha 41. 
La jerarquía eclesiástica (los prelados de 
Valladolid, Santander, Tortosa, Jaén y Sala-
manca al menos) había comenzado ya a re-
batir los argumentos de la campaña contra 
los religiosos 42. Pero la difícil situación del 
orden público en la semana anterior al en-
lace bastó para aconsejar . tajantemente la 
formación de un gobierno fusionista que die-
ra satisfacción a quellas inquietudes. «El par-
tido liberal-sentenció El Imparcial el 15 de 
febrero- es la única bomba de apagar in-
cendios» 43. Y, el 19, El Liberal puntualizó 
con claridad lo que se quería de él después 
de los debates de invierno: «Las solas con-
gregaciones que aquí pueden funcionar en 
derecho, son las de los Misioneros, las de 
Hospitalarios de San Juan de Dios, las de 
Escolapios, las de San Vicente de Paúl, las 
de San Felipe Neri y una más de las apro-
41. Cfr. El Liberal, 8 a 14-I1-1901. 
42. Vid. La voz de! episcopado, El drama Electra y 
las órdenes re:igiosas, "Apostolado de la Prensa" (Ma-
drid), CXIII, mayo 1901, pp. 28 ss. 
badas por el Sumo Pontífice». «Resulta, por 
consiguiente, que están fuera de la ley las 
innumerables y multicolores congregaciones 
que hoy siembran la discordia en nuestros 
hogares y tienen entablada contra nuestro 
comercio, nuestra industria y nuestro traba-
jo una abrumadora concurrencia» 44. 
Desde El Universo, el diario tradicionalista 
alfonsino de OrtÍ y Lara, se refutó la afir-
mación, para intentar probar documentada-
mente que todos los institutos de perfección 
de la Iglesia estaban dentro de las leyes en 
vigor. Que, además, todas las asociaciones 
católicas aprobadas por la Iglesia, y en par-
ticular las corporaciones religiosas, habían 
sido reconocidas en España, no sólo como 
existentes, sino con verdadera capacidad ju-
rídica. En fin, que, sobre estar todas reco-
nocidas por la ley de asociaciones de 1887 y 
por el Concordato, algunas debían de ser 
protegidas por el propio Gobierno, a tenor, 
todo ello, de los artículos 29 y 43 del mismo 
pacto de 1851 45. 
Un problema jurídico y un pleito de orden 
público eran, por tanto, los fuegos a apagar, 
cuando, el 25 de febrero, Azcárraga presen-
tó la dimisión de su Gabinete. La reina in-
tentó aún el mantenimiento de los conser-
vadores bajo el mando de don Raimundo 
Fernández Villaverde, paulatinamente aleja-
do de Silvela, por razones mal aclaradas, 
que buscaba ahora, desde las filas modera-
das, un lugar intermedio, camino del libera-
lismo. A esto respondió, probablemente, la 
alusión al excesivo desarrollo de las órde-
nes religiosas consignada por el exministro 
43. El Imparcial, 15-II-1901. 
44. Cit. P. V., op. cit., 20-21. 
45 Cfr. ibidem. 
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de Hacienda en la nota que razonó sus pre-
tensiones de gobierno. Lo que, por lo demás, 
sólo sirvió tal vez para afincar a los libera-
les en el acierto de sus protestas 46, si es que 
lo necesitaban, y para denunciar, por otra 
parte, las fisuras que agrietaban el partido 
conservador, si no desde la muerte de don 
Antonio Cánovas en 1897, que alejó al du-
que de Tetuán y a Romero Robledo, al me-
nos desde los dos años finales del siglo, en 
cuyo ministerio comenzaron a distendirse 
las buenas relaciones entre Silvela, Pidal y 
Villaverde. El propio Azcárraga se había en-
contrado ya con ello al constituir su Go-
bierno en 1900. Entonces, en propias pa-
labras, «fue su primer propósito, refor-
zarle atrayendo elementos políticos que si 
[están] apartados de la mayoría conserva-
dora, profesan, no obstante, en lo esencial 
sus mismos principios. Mas explorados los 
respectivos estados de ánimo se vio que las 
circunstancias no presentaban todavía la de-
bida sazón para que estos propósitos pudie-
ran alcanzar entonces éxito satisfactorio»: 
Así es que hubo de quedar en mero gabinete 
silvelista, «aunque con diferencia tan fun-
damental como la de no hallarse a su frente 
el jefe del partido» 47. Este, por otra parte, 
en frase de un anónimo dirigido a la reina 
el 3 de marzo de 1901, permaneció sumido 
en adelante en «todos los enormes quebran-
tos que han dado a su jefatura los fracasos 
de su gestión presidencial del Consejo de 
ministros llevada con tan mala fortuna, que 
este período tan crítico para nuestra recons-
titución nacional, queda ya con nota inde-
leble de caracterizarse como uno de los más 
46. Cfr. SALCEDO RUIZ, op. cit., 866. 
47. Instancia de dimisión de Azcárraga, de 25-II-1901, 
Archivo del Palacio de Oriente,. Secretaría particular 
aciagos de nuestra historia, por su esterili-
dad, estancamiento y desconcierto de las 
funciones de gobierno». 
En cuatro finalidades primordiales, a juicio 
del mismo autor ignoto, había de cifrarse 
ahora, en marzo del primer año del siglo, la 
solución del problema político: 
«1.0 Conjurar la formidable tempestad de 
opinión próxima a estallar sobre Silvela y 
sobre la Corona misma si en la ocasión pre-
sente continuara el silvelismo como deposi-
tario exclusivo de la confianza Constitucio-
nal de la realeza. 
»2.0 Prevenir el peligro inminente de que 
nuestro Parlamento se convierta de ahora 
en adelante por largo período en cráter re-
volucionario o por lo menos en instrumen-
to meramente negativo incompatible con to-
da operación de gobierno, por los estados 
pasionales llevados al paroxismo de la exas-
peración entre los que se consideran prete-
ridos a virtud de lo que ellos denominan el 
bloqueo de la regia prerrogativa por los par-
tidos históricos. 
»3.0 Procurar la pacificación de estas pa-
siones en hervidero, ganando guerras a la 
monarquía, convirtiendo a sus enemigos en 
sus más resueltos partidarios. 
»4.0 Conseguir por último a virtud de esta 
operación realizada sobre los sentimientos 
personales y colectivos de los factores per-
turbados de nuestra política que los cinco 
o seis primeros años del nuevo reinado, la 
regencia pueda continuar desenvolviendo 
por el concurso de las fuerzas morales y el 
acatamiento general, la misma benéfica ac-
de doña María Cristina, c.a 9, n.O 16. El documento 
fue inmediatamente reproducido en la prensa. 
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ción tutelar y directiva que el texto consti-
tucional le ha permitido ejercitar hasta los 
16 años del Rey». 
Silvela quedaba desplazado de las posibilida-
des de un nuevo gobierno, por ello y por la 
denuncia de la descohesión de su partido. Y, 
de rechazo parecía desviada así de la corona 
«la temerosa tormenta de opinión» y la su-
posición de que estaba «bloqueada o secues-
trada por confabulación de los partidos his-
tóricos». Restaba, sin embargo, la solución 
de la difícil crisis, para la cual la Unión Con-
servadora no presentaba acaso más solución 
viable (presupuesto el fracaso de Fernández 
Villaverde por su alejamiento de Silvela y 
por la negativa de Tetuán y de Romero Ro-
bledo a acatar su jefatura) que el regreso de 
Azcárraga al poder, para, bajo su tutela, reu-
nir otra vez el partido. Puesto que, por lo de-
más, «la solución liberal sólo sería un des-
lumbramiento efímero, que si por de pron-
to distrajera y sosegara a los ánimos por el 
entretenimiento de espectativa pública que 
producía[n] estos cambios en el ánimo del 
vulgo [ ... ], al cabo de muy corto tiempo se 
encontrará con las dificultades actuales 
agravadas quizás» 48. 
En la nota de dimisión del 25 de febrero, 
Azcárraga había advertido igualmente a la 
reina que ninguno de los partidos históricos 
bastaría por sí solo, en su estado actual, pa-
ra resolver el problema político, y le acon-
sejó por ello que procurase un gobierno de 
concentración 49. Parece que, por eso, doña 
María Cristina depositó de nuevo su con-
fianza en el general dimisionario. Pero, fue-
ra por la oposición violenta de Villaverde, 
48. Informe sobre la crisis de febrero de 1901 ibi-
dem, c.a 9, n.o 15. Su publicación ha sido expres~men­
te autorizada por el Patrimonio Nacional. 
mal explicada 50, o por el anommo consejo, 
que sugería el llamamiento formulario de 
don Raimundo, éste se encargó de formar 
el Gabinete. Con la pretensión de hacerlo 
heterogéneo mediante el concurso de ele-
mentos de diversas fracciones, publicó un 
programa mínimo conciso que contenía es-
tos propósitos: nivelar los gastos y los in-
gresos del Estado, reformar la ley electoral 
para purificar el sufragio y, según indica-
mos, «dar solución al delicado problema del 
desarrollo excesivo de las Ordenes religio-
sas» por medio de «prudentes y previsoras 
medidas encaminadas a vigilar la observan-
cia del Concordato y a restablecer donde 
falte la igualdad tributaria» 51, como había 
pedido en febrero el Círculo Industrial de 
Madrid. Pero ni los conservadores podían 
secundarlo ni los fusionistas habían de re-
nunciar así al radicalismo, que parecía su 
única posibilidad de subsistir. Como estaba 
previsto, Villaverde fracasó en su intento, 
y la reina cumplió con el turno pacífico lla-
mando a Sagasta el 5 de marzo. 
2. Nueva y vieja legislación. 
Que la conversión al anticlericalismo de don 
Práxedes Mateo Sagasta en el invierno de 
1900 a 1901 había de dar lugar a serias du-
das era algo previsible ante el historial más 
reciente del político. En junio de 1899, cuan-
do republicanos y demócratas comenzaban 
a perfilar los contornos de la nueva cues-
tión, el caudillo fusionista había contrapues-
to, como programa del partido, uno eminen-
temente económico, explícitamente desgaja-
49. Cfr. loco cit., nota 47. 
50. Vid. MAURA Y FERNÁNDEZ ALMAGRO. Por qué ... , 35. 
51. FRANCOS RODRÍGUEZ, op. cit., 229. 
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do del de las cámaras de comercio que re-
uniera Paraíso en el 98, al tiempo que daba 
por seguro, frente a las advertencias de Ca s-
telar, «que las libertades públicas no sufri-
rán quebranto, pues tienen por campeón al 
partido liberal, y su mejor defensa en la 
monarquía constitucional» 52. Muy pocos, ni 
aun en los sectores tradicionalistas, habían 
de creer por tanto en la sinceridad de su 
evolución de 1901: Salcedo Ruiz escribiría 
que Sagasta «no veía en el anticlericalismo 
sino una plataforma de aquél [Canalejas] 
para formarse un partido radical» 53. Y Ro-
manones corroboró que el problema religio-
so no entusiasmó a don Práxedes: «su con-
tenido nunca fue objeto de su predilección; 
mas al ver cómo servía de bandera a Cana-
lejas, y el entusiasmo que producía en mu-
chos, lo tomó también en su mano para re-
mozar el programa del partido» 54. 
De ahí que sus primeras manifestaciones so-
bre el futuro de su actitud fueran cuidada-
mente comedidas: «Seré muy liberal -ase-
guró el 18 de febrero, cuando se avecinaba 
la crisis- pero procederé poco a poco y con 
muchísimo tiento»: porque, en el mismo 
Concordato cuyo cumplimiento se pedía, ha-
bía disposiciones» de cuya ejecución nos ven-
dría más daño que provecho» 55. 
Inmediatamente, los radicales le advirtieron 
ante ello la urgencia del cumplimiento del 
artículo 29 del pacto del 51, cuyo sentido 
52. Apud Fernando SOLDEVILLA, El año político (1899), 
Madrid, Imp. y fotograbado de Enrique Rojas, 1!iGO, 
p. 177. 
53. Op. cit., 697. 
54. Sagasta, o el Político, Madrid. Espasa Calpe, 1930, 
p. 206. 
55. Apud El Liberal, 19-II-1901. 
56. Cfr. ibidem. 
comenzaba a discutirse 56. Quizá para inten-
tar que el propio radicalismo se agotase en 
sus deseos, Sagasta pretendió aún de Cana-
lejas que formase en el gabinete que prepa-
raba en marzo. Pero éste se negó; porque 
«no era posible que aceptase ninguna gran 
posición en el mando de las huestes minis-
teriales sin que surgieran pronto, en el seno 
del Partido Liberal, diferencias de criterio. 
y entonces tuve el honor de exponer [ ... : a 
Sagasta] lo que yo pensaba [oo.] relativa-
mente a la tendencia y a la orientación del 
Partido Liberal» 57, que abogaba, no sólo por 
el intervencionismo de cuño regalista en las 
cuestiones de la Iglesia, sino por cierta ten-
dencia socializadora, inaceptable para el li-
beralismo individualista 58. 
El Gabinete, pues, cuyos ministros aprobó la 
reina el 6 de marzo de 1901, quedó formado 
bajo la presidencia del jefe fusionista por 
hombres sólo de su hechura: el duque de 
Almodóvar del Río en el ministerio de Esta-
do, el marqués de Teverga en el de Gracia y 
Justicia, Urzáiz en el de Hacienda, el gene-
ral Weyler en el de la Guerra, Moret con la 
cartera de Gobernación, el duque de Vera-
gua con la de Marina, Romanones en Ins-
trucción Pública y Villanueva en Agricultu-
ra e Industria. Pero su primera y dificulto-
sa meta fue la de sostener, ante las exigen-
cias de los más radicales, que ya dudaban 
de su firmeza, el señuelo de la política an-
57. CANALEJAS, Diario de las Sesiones .. . , Congreso .... 
5-XI-1902. . . 
58. Vid. el prólogo de Canalejas a Juan NIDO y SE-
GALERVA, Problemas trascendentales. Estudio sobre las 
regalías de la Corona de España. Madrid, Librería de 
los Sucesores de Hernando, 1910, 232 pp., Y Melchor 
FERNÁNDEZ ALMAGRO, Historia política de la España 
contemporánea. (RegenCia de doña María Cristina de 
Austria durante la menor edad de su hijo don Alfon-
so XIII). Madrid, Ed. Pegaso, 1959, p. 708. 
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ticlerical, considerada por todos los secto-
res única razón de ser del gabinete 59, que 
fue por eso apodado «Electra», conforme al 
simbolismo atribuído al drama de Galdós. 
Las primeras medidas del gobierno tuvieron 
por ello un marcado sabor liberalizador: El 
7 de marzo fue levantado el estado de gue-
rra impuesto por el gabinete Azcárraga. El 
20, una circular del Ministerio de Instruc-
ción Pública a los rectores universitarios 
subrayó el mantenimiento de la libertad de 
cátedra con el mismo espíritu que había ins-
pirado la real orden del 3 de marzo de 1881, 
frente a una posible interpretación distinta 
de la circular conservadora del 15 de enero 
de 1901 60• La advertencia era, en realidad, 
acaso innecesaria y tal vez tan inocua· como 
hubo de serlo la anterior de García Alix. Pe-
ro, a pesar de su estricto formulismo, pro-
vocó las protestas inmediatas de los obis-
pos de Santander y de Tarazona, en nom-
bre éste de todos los prelados de la provin-
cia eclesiástica de Zaragoza, y la del arzo-
bispo de Burgos, que se dirigió a Sagasta 
para advertir la anticonstitucionalidad de la 
disposición 61. 
El 22 de marzo, otra circular de Urzáiz or-
denó a los delegados provinciales de Hacien-
da que hicieran una relación de todas las 
industrias regentadas por comunidades re-
ligiosas (j por alguno de sus miembros, a fin 
de regular, · sobre ella, el pago de la contri-
bución, que no solían satisfacer a pesar de 
que la ley no los exceptuaba. Se refería es-
pecialmente, según el propio texto, a «la fa-
59. Cfr. El Imparcial, 7-III-1901 ss.; SrLvELA, Diario 
de las Sesiones .... Congreso .... 27-VI-1901; ISABA. ibi-
dem, 18-VII-1901; BERGAMÍN, ibidem, 18-X-1901; Do-
MÍNGUEZ PASCUAL. ibidem, 24-X-1901. 
60. Cfr. El ImparciaZ, 8 y 21-III-1901. 
61. Cfr. ibidem, 29-I1I-1901, y MrNTEGUIAGA, op. cit., 59. 
bricación de chocolates, confección de or-
namentos sacerdotales y de culto, fabrica-
ción de jabones y otros artículos de perfu-
mería y de impresión de tarjetas de visita, 
membretes de papel, de cartas, de estampas 
y recordatorios», como labores más frecuen-
tes que los frailes realizaban, y exigía de 
ellos que dieran de alta sus industrias en el 
plazo de quince días 62. Pero tampoco esta 
medida, insistentemente reclamada durante 
el invierno, tenía pretensiones serias: Más 
tarde, el propio Urzáiz manifestó a la pren-
sa que sólo pretendía satisfacer la opinión 
pública; pero que, en realidad, no había allí 
materia sobre la que operar 63. 
El 27 de marzo, un decreto del ministerio 
de la Guerrá reorganizó el cuerpo eclesiás-
tico militar, para rebajar casi todos los suel-
dos del clero castrense en una quinta parte 
y disminuir el número de individuos que lo 
formaban, al paso que anunciaba una tefor-
ma más radical. Y un nuevo decreto de 12 
de abril, firmado por el ministro de Instruc-
ción Pública, renovó las normas vigentes so-
bre exámenes y textos de enseñanza media, 
exigiendo el título de doctor o licenciado 
(entonces poco común entre los religiosos) 
para formar parte de aquellos tribunales, y 
suprimiendo «el privilegio evidentemente in-
justo que algunos colegios disfrutaban, de 
que fueran a verificar en ellos los exámenes 
Comisiones de catedráticos de los Institu-
tos» 64. 
Probablemente, todas estas medidas, enca-
minadas a satisfacer las reclamaciones del 
62. Diario de las Sesiones .... Senado .... 12-VII-1901. 
63. Cfr. Marqués de PInAL, ibidem. 
64. Cit. R. RUIZ AMADO, La inspección de la enseñan-
za privada, "Razón y Fe", octubre 1902, p. 146. Cfr. 
El Imparcial, 28-II1 y 14-IV-1901. 
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invierno, pretendían también atraer hacia el 
Gobierno fuerzas electorales de la opinión 
radical, que, ante la convocatoria de sufra-
gio, hecha para el 19 de mayo de 1901, agu-
dizaba la nota religiosa de sus proclamas. 
Pero, frente a la ya formal oposición, tam-
bién los diversos grupos tradicionalistas re-
novaron sus esfuerzos en pro de la concor-
dia, casi olvidados desde la dimisión de Po-
lavieja. Formaron para ello candidaturas 
«de unión de católicos o de católicos uni-
dos» 65, en donde la defensa de la Iglesia, 
ahora más ciertamente atacada, en aparien-
cia al menos, que en 1899, desdibujó las di-
ferencÍas personales o dinásticas. Con la ayu-
da además del clero, que, en algunos luga-
res, parece llegó a interrumpir el Sacrificio 
de la Misa para indicar la obligación de vo-
tar a los candidatos confesionales 66. Los re-
sultados, con todo, apenas reflejaron avan-
ce de unos u otros, fuera de una leve incli-
nación liberal y del correspondiente triunfo 
del Gobierno, respecto a los de 1899 67 • 
Que, además y por encima de las pequeñas 
e iniciales medidas intervencionistas (acaso 
más trascendentales, como pareció entender 
en algunos momentos la jerarquía eclesiás-
tica), lo que la opinión anticlerical quería 
era una nueva aplicación o una reforma de 
la legislación en vigor, era cosa evidente an-
te las alusiones expresas de la prensa demo-
crática durante los primeros meses de 1901. 
Pero, tras la documentada defensa que el 
diario de Ortí y Lara, El Universo, a la que 
65. IRIGARAY, Diario de las Sesiones .. . , Congreso ... , 
16-VII-1901. 
66. En Gandesa y Pamplona, según CANALEJAS: ibi-
dem, 3-VII-1901. 
fl7. Vid. Miguel M. CUADRADO, Elecciones y partidos 
políticos de España (1868-1931), Madrid, Taurus Edi-
ya aludimos, hizo entonces de la legalidad 
de todos los establecimientos religiosos, He-
raldo de Madrid vino a fundar jurídicamen-
te la postura de los radicales. De manera 
que, en los trabajos de ambos periódicos, 
pudieron basar sus futuras actitudes los par-
lamentarios recién elegidos. 
El 23 de marzo, el institucionista don Eduar-
do Soler, catedrático de la Universidad de 
Valencia, afirmó en el diario de Canalejas 
que los institutos de perfección de la Igle-
sia no estaban autorizados por la ley de 
asociaciones aprobada en 1887: Porque no 
habían sido constituídos conforme a los ar-
tículos tercero y sexto de aquella norma, 
que preceptuaban los trámites a seguir, si.: 
no por real orden de admisión solicitada de 
los gobiernos. Añadía Soler que el artículo 
13 del Concordato declaraba textualmente 
«quedar salvas e ilesas las reales prerroga-
tivas de la corona de España» y, por tanto, 
el derecho a disolver aquellos institutos, co-
mo había practicado el decreto~ley de 18 de 
octubre de 1868. 
Unos días después, el 31 de marzo, El Im-
parcial abundó en los argumentos de H e-
raldo, para urgir al Gabinete el cumplimien-
to de la legislación. Y, por su parte, El Uni-
verso respondió a ellos que, ciertamente, los 
institutos estaban acogidos a la autoriza-
ción de los gobiernos y no a la ley de aso-
ciaciones; pero que eso sucedía precisamen-
te porque el artículo segundo de esta ley los 
exceptuaba de las demas disposiciones de 
ciones, 1969, PP. 640-641, 673, cuyas cifras, sin embar-
go, son muy distintas (demasiado quizá para no ser 
justificadas detalladamente) de las indicadas en otras 
fuentes: vid. PI y MARGALL, op. cit., VII (2.3 ), 1.789 y 
1.916, Y FERNÁNDEZ ALMAGRO, Historia política... Hay 
otras cifras diversas para las elecciones de 1899 en 
La Veu de Catalunya, 18-IV-1899. 
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su articulado. Y, sobre el regalismo del Con-
cordato, que, a renglón seguido, el propio 
artículo 43 decía mantenerlo «en conformi-
dad a los convenios anteriormente celebra-
dos entre ambas potestades», que eran la 
concordia de Facheneti y los pactos con Cle-
mente XII, de 1737, y con Benedicto XIV, 
de 1753, en los cuales nadíe podía demos-
trar la concesión o el reconocimiento de tal 
regalía, que no estaba incluí da en el Patro-
nato y cuya práctica histórica, además, ca-
bía poner en duda 68. 
Seguramente, detrás de la naciente polémi-
ca jurídica, latían las verdaderas pretensio-
nes de unos y de otros. Pero, a partir de 
entonces, los políticos comenzaron a teñir 
sus declaraciones con los argumentos lega-
les debatidos en la prensa, que ganaron aho-
ra las propias protestas de la jerarquía 69, 
con tanta más viveza cuanto que la legisla-
ción no estaba ciertamente clara. 
«A fin de que eri toda la Península haya el 
número suficiente de ministros y operarios 
evangélicos -había dispuesto el artículo 29 
del Concordato de 1851- de quienes pue-
dan valerse los Prelados para hacer misio-
nes en los pueblos de su diócesis, auxiliar a 
los Párrocos, asistir a los enfermos, y para 
otras obras de caridad y utilidad pública, el 
Gobierno de S. M., que se propone mejorar 
oportunamente los colegios de Misiones pa-
ra Ultramar, tomará desde luego las dispo-
68. Artículos recogidos en P. V., op. cit., 61 ss., 70 ss. 
En el mismo sentido de El Universo, vid. J. GARCÍA 
OCAÑA, Las Ordenes religiosas y la intervención del 
Estado. Continuación, "Razón y Fe", mayo 1902, pp. 
73-74. 
69. Vid. Boletín Oficial Eclesiástico del Obispado de 
Pamplona., 30-1II-1901. y La voz del episcopado.... 12 
ss., 50 ss. 
70. Cit. Federico SUÁREZ, Génesis del Concordato de 
1851, IUS CANONICUM. III (963). 243, 245. 
siciones convenientes para que se establez-
can donde sea necesario, oyendo previamen-
te a los Prelados diocesanos, casas y congre-
gaciones religiosas de San Vicente de Paúl, 
San Felipe Neri y otra Orden de las aproba-
das por la Santa Sede, las cuales servirán al 
propio tiempo de lugares de retiro para los 
eclesiásticos, para hacer ejercicios espiritua-
les y para otros usos piadosos», y a cuya 
subsistencia, según el artículo 35, proveería 
el propio gobierno «por los medios más con-
ducentes». 
Menos explícito era el 30, sobre el estable-
cimiento de las comunidades femeninas, que 
no decía permitir en su totalidad. Hablaba 
sólo de conservar el instituto de las Hijas 
de la Caridad y «las casas de religiosas 
que a la vida contemplativa reúnan la edu-
cación y enseñanza de niñas u otras obras 
de caridad». Y sobre los demás institutos 
(que habían de ser, por tanto y sobre todo, 
los de clausura) decía que los prelados po-
drían proponer -«propondrán», textualmen-
te, sin precisar a quién- «las casas de reli-
giosas en que convenga la admisión y pro-
fesión de novicios» 70. Lo que sin embargo, de 
de acuerdo de nuevo con el planteamiento 
francés, que tampoco hizo cuestión de las 
corporaciones femeninas 71, no fue empleado 
por los mentores anticlericales, que las con-
sideraron autorizadas en su totalidad en un 
principio 72. 
71. Vid. LATREILLE .. . , op. cit., 227 ss.; Adrien DAN-
SETTE. Histoire reUgieuse de la France contemporaine. 
L'Église catholique dans la mélée politique et sociale, 
Ed. rev. y corr .• Lagny-sur-Marne, Flammarion. 1965. 
pp. 183 ss.; Guy CHAPMAN. The Third Republic of 
France. The first phase 1871-1894. Londres, MacMillan 
& Co. Ltd., 1962, p. 152. 
72. Vid. Alfonso GONZÁLEZ, Diario de Zas Sesiones ... , 
Congreso ...• 8-VII-1OO1; BARRIO y MIER, ibidem, 16-
VII-1901; Melquiades ALVAREZ~ ibidem, 5-XI-1901. 
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Pero las dificultades fructificaron en torno 
de la exégesis del artículo 29. Interpretado 
a la letra, lo que su redacción completamen-
te positiva parecía indicar era una obliga-
ción escueta del Gobierno para adoptar las 
medidas convenientes en orden a unos ins-
titutos determinados y a otro por determi-
nar, sin aludir en ningún sentido a los de-
más que pudieran existir y que, sencilla-
mente, el Concordato ignoró. De modo que 
cualquiera de las tres posturas posibles an-
te ellos -legalización, prohibición o toleran-
cia- hubiera respetado sus disposiciones. 
En todo caso, la praxis fue por el tercer ca-
mino, en mayor medida aún de lo que el 
Concordato establecía: puesto que la terce-
ra orden innominada del artículo 29 no fue 
acordada nunca, y difícilmente podía cubrir 
aquellos servicios o recibir la subvención 
precisa una asociación que no existía. Se 
dijo, en 1901, que era a los escolapios a quie-
nes correspondía ocupar aquel tercer lu-
gar 73, quizá porque su instituto había sido 
de los primeros restablecidos por Isabel 11 
después de la desamortización, antes inclu-
so de 1851, o tal vez por la simpatía que al-
gunos destacados fusionistas le profesa-
ban 74. Pero lo cierto fue que no hubo base 
legal que lo justificase. Y, en cambio, los tra-
dicionalistas sugirieron que la tercera or-
den en cuestión podía ser distinta en cada 
diócesis y, por tanto, que habría unas sesen-
ta autorizadas, con derecho además a reci-
bir la subvención establecida 75. 
Para resolver el problema, se acudió al re-
cuerdo de la gestación del Concordato, en 
73. Cfr. Alfonso GONZÁLEZ, ibidem, 8-VII-1901. 
74. Vid. Luis ANTÓN DE OLMET Y Arturo GARCÍA CA-
RRAFFA, Moret, Madrid, Imp. de Juan Pueyo, 1913, 
p . 34. 
busca de detalles que descubrieran la men-
te del legislador. Pero tampoco los hechos 
eran claros: Los liberales insistieron en que 
el silencio de aquel pacto sobre los demás 
religiosos no obedeció a un error, sino al 
empeño de los políticos isabelinos por igno-
rar precisamente el problema. Y, en efecto, 
bien pudo suceder así: En enero de 1845, 
la Santa Sede había sondeado cuidadosa-
mente a los negociadores españoles sobre 
ello sin obtener otra respuesta que la inten-
ción de restablecer algunos institutos deter-
minados. En 1847, el representante del Es-
tado dijo en el Vaticano que el gobierno es-
taba «decididamente resuelto no sólo a pro-
veer a la conservación» de las casas religio-
sas subsistentes, «sino también a procurar 
que otros, al tiempo y lugar oportunos, au-
menten semejantes piadosas fundaciones, 
principalmente las que están dedicadas a 
las Misiones o a las Escuelas o a asistir y 
consolar a la humanidad doliente» 76. Lo que, 
de manera confusa, no permitía pensar tam-
poco en un deseo de liberalización total, y 
fue, en definitiva, el criterio que llevó a ha~ 
blar, desde aquel mismo año, sobre el au-
mento de los misioneros de San Vicente de 
Paúl y San Felipe Neri en concreto. 
En la polémica de febrero y marzo de 1901, 
El Universo arguyó que, el 12 de abril de 
1851, Pío IX había expedido un motu pro-
prio por el que sometía a la jurisdicción 
episcopal todas las órdenes religiosas que 
fueran establecidas en España durante los 
diez años siguientes 77. Y se evocó también 
más tarde una frase del propio Pontífice en 
75. Cfr. BARRIO yMIER, Diario de las Sesiones .. . , Con-
greso ... , 16-VII-1901. 
76. Cit. SUÁREZ, op. cit., 179 ss. Cfr. ibidem, 112 ss., 
195. 
77. Cfr. P. V., op. cit., 13. 
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eléonsistorio del 5 de septiembre del 51; se-
gún la cual había suscrito el Concordato 
«para que en España se conserven y resta-
blezcan y aumenten las Ordenes Religio-
sas» 78. Pero, en realidad, también estas pa-
labras podían abundar en la interpretación 
de una consciente ignorancia del problema 
por parte de los negociadores, que, como la 
opinión liberal deseaba, permitiría y exigi-
ría el sqmetimiento de los institutos no con-
cordados al derecho común. 
Cuatro obstáculos importantes al menos 
mostraba aún, con todo, esta postura. Y a 
ellos hubo de aferrarse la defensa romana: 
EIi primer lugar, el mismo Concordato de-
cía la manera de cubrir sus propias lagu-
nas: «Todo lo demás -afirmaba el artículo 
43- perteneciente a personas o cosas ecle-
siásticas, sobre 10 que no se provee en los 
artículos anteriores; será decidido y admi-
nistrado según la disciplina de la Iglesia ca-
nónicamente vigente» 79. Y esto, de modo sin 
duda inconsciente, venía a sancionar la exis-
tencia de los institutos aprobados por la 
Santa Séde, e, incluyéndolos de esa manera 
en el tratado de 1851, los acogía al artículo 
segundo de la ley de asociaciones de 1887, 
que decía excluir del resto de sus cláusulas 
sólo a las «asociaciones de la religión católi-
ca autorizadas en España por el Concorda-
to» 80. Aunque, en verdad, este argumento 
partía acaso de un equívoco: porque lo que 
allí sé discutía no era la existencia o la vida 
iiiterml.o eclesiástica de las órdenes y con-
gregacioIies, que era lo que sus reglamentos 
78. Cit. MAURA, Diario de las Sesiones ... , Congreso ... , 
16-VII-190!.. 
79. Apud SUÁREZ, op. cit., en apéndice. 
80. En apéndice, Diario de las Sesiones ... , Congreso ... ; 
25-VI-1887. 
podían precisar, sino su establecimiento en 
España. 
La segunda defensa estribó en la propia nor-
ma del 87. La disposición excluyente del ar-
tículo segundo afectase, según los liberales, 
sólo a las tres órdenes del 29 del Concordato 
y a las femeninas, en vez de a todas de am-
bos sexos como pretendían tradicionalistas, 
conservadores y eclesiásticos. Pero la simple 
lectura de la ley hacía comprender a los dos 
sectores contendientes, en su gran mayoría, 
que no estaba hecha para ser aplicada a los 
religiosos, sobre todo a los de clausura. Así, 
entre otros, el artículo 12 permitía a la au-
toridad gubernativa «penetrar en cualquier 
tiempo en el domicilio de una asociación y 
en el local en que celebre sus reuniones». El 
15 declaraba a la autoridad judicial «única 
para decretar la disolución» de las mismas. 
y el 19, en fin, derogaba «todas las disposi-
ciones anteriores en cuanto se opongan a 
esta ley» 81. Lo que hubiera terminado de de-
nunciar que no había sido escrita para los 
institutos de la Iglesia si la historia de su 
promulgación no lo indicase ya. 
Precisamente porque la comisión dictamina-
dora del proyecto, en 1887, no quería in-
cluírlos, uno de sus miembros, que disentía 
de los demás, don Alfonso González, había 
presentado un voto particular. Pedía en él 
que la ley dispusiera que todas las asocia-
ciones formadas en su mayor parte o en su 
totalidad por extranjeros, o dirigidas por in-
dividuos no españoles, o que reconocieran 
subordinación a potencias extranjeras o po-
81. Ibidem. Subrayaron su inadecuación MORET, ibí-
dem, 10-VII-1901; BARRIO y MIER, ibidem, 16-VII-1901; 
ROMERO ROBLÉDo, ibídem, 18-VII-1901; Dato, en El Im-
parcial, 21-IX-1901. 
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deres residentes fuera de España, excepto 
las mercantiles, estuviesen sometidas tam-
bién a la ley y pudieran ser suspendidas o 
disueltas por el gobierno en cualquier mo-
mento, sin necesidad de recurrir a ninguna 
representación de otra potencia. Los institu-
tos religiosos entraban de lleno en el su-
puesto; porque algunos estaban formados 
o presididos por extranjeros, o tenían su 
casa central fuera de España, y, en último 
término, todos dependían de Roma. Sin em-
bargo, Sagasta hizo notar a González, en la 
sesión del 2 de marzo del 87, que no había 
ningún peligro efectivo por el momento. Y, 
tras una leve discusión, el diputado liberal 
aceptó el criterio de su jefe y retiró la en-
mienda 82. Tal vez porque lo importante era 
promulgar la libertad de asociación y no 
parecía oportuno plantear consecuencias po-
sibles que entorpecieran su paso, y porque, 
además, por boca del presidente de la co-
misión dictaminadora de la nueva ley, Ro-
mero Girón, el fusionismo defendía que «el 
Sumo Pontífice tiene libre toda la potestad 
espiritual respecto a las órdenes monásti-
cas» 83. 
Es probable que la postura de González es-
tuviera animada por la política anticlerical 
francesa del gabinete Ferry, que había ex-
pulsado de aquel país alrededor de cinco 
mil religiosos, muchos de los cuales entra-
ron en España 84. Pero lo que era entonces 
actitud de un solo individuo se convirtió, 
en 1901, en opinión más general -total tam-
poco- del liberalismo, que, aunque recono-
ció la inadaptabilidad de la ley a los insti-
82. Cfr. Diario de las Sesiones .. . , Cangreso .. .• 25-II a 
2-III-1887. 
83. Cito FERNÁNDEZ ALMAGRO, Historia política.. .. 44. 
84. Vid. FABIÉ. Diario de las S esiones ... , Congreso .. . , 
18-VI-1880, y Jacques CHASTENET, Histoire de la Troi-
tutos, se inclinó en parte por su aplicación 
a pesar de ello, al menos corno primera me-
dida. en tanto no fuera aprobada otra ley 
mejor. 
En apoyo de esta tesis. arguyeron la excep-
ción del artículo segundo, dirigida sólo a las 
órdenes concordadas, y el hecho de que, en 
el primero, se dijeran, en cambio, incluidas 
«las asociaciones para fines religiosos» y 
que, en el propio artículo segundo, se ha-
blase también de «las demás asociaciones 
religiosas» 85 no autorizadas en 1851: reco-
nociendo, pues, que, en efecto, las había. 
Pero los defensores advirtieron que las ór-
denes y las congregaciones no agotaban to-
dos los tipos posibles de asociaciones reli-
giosas: puesto que el ordenamiento canóni-
co reconocía la existencia de asociaciones 
de fieles, por ejemplo, y a ellas apuntaba, 
seguramente, el texto del 87. 
La tercera defensa radicó en otro cuerpo 
legal frecuentemente recordado durante el 
primer año del siglo. Desde 1877, el Estado 
español, a través del ministerio de Gracia y 
Justicia, había ido expidiendo órdenes de 
autorización para establecer comunidades 
a quienes lo habían pedido. Por este con-
ducto, hasta 1900, habían penetrado, al pa-
recer, treinta y cuatro congregaciones de 
varones, que ocuparon ciento quince casas 
nuevas, y treinta y nueve femeninas 86. Y tal 
legislación, según algunos fusionistas inclu-
so, daba a sus beneficiarios una «posesión 
de estado», sancionada por los años y por 
el criterio de tantos gobiernos, liberales 
muchos (el propio Canalejas había firmado 
sieme République. II. La République des républicains. 
1879-1893. Paris, Librairie Hachette. 1964. PP. 62 ss. 
85. Diario de las Sesiones . .. , Congreso ...• 25-VI-1887, 
86. Cfr. CANALEJAS; ibidem, ll-VII-1903. 
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dos de las autorizaciones en 1889), que na-
die podía quitársela arbitrariamente 87. Algu-
nos conservadores, sin embargo, reconocie-
ron que varios de los permisos, otorgados 
sin dificultad apenas, fueron concedidos sin 
el informe favorable de la nunciatura, que 
protestó por ello 88, y, por todo caso, eius est 
tollere cuius est conde re, recordaría Azcára-
te 89: Aquel estado de derecho era conce-
sión gratuita que libremente podía ser anu-
lada, máxime si, como se dijo, en todas las 
autorizaciones se había consignado la reser-
va de que los nuevos institutos permanece-
.rían «sometidos todos a los preceptos que 
deriven de los Ministerios de la Goberna-
ción, de Fomento y de Guerra, por lo que se 
refiere, respectivamente, al orden público, 
a la enseñanza y al servicio militar» 90. 
La cuestión era, por tanto, ciertamente con-
fusa. La imprecisión de las leyes y las pecu-
liaridades seguidas en la praxis daban argu-
mentos a todos. Los más de ambas posturas 
deseaban, por ello, una reforma de la legis-
lación. Pero también esta conformidad dio 
lugar a debate, sobre si la reforma debía 
ser objeto de negociaciones previas o no; 
ya que el artículo 45 del Concordato (cuarta 
defensa de los religiosos) indicaba que el 
Papa y el Rey de España habrían de poner-
se de acuerdo «para resolverla amigable-
mente» «si en lo sucesivo ocurriera alguna 
dificultad» 91. Nadie ignoraba que este esca-
pe final era un arma potente, en cuanto di-
latoria, en manos de la diplomacia pontifi-
cia y, en consecuencia, los liberales dieron 
87. Vid. MAURA, ibidem, 15-VII-1901. 
88. Cfr. GARCfA Aux, ibidem, 16-VII-1903. 
89. Cfr. ibidem, 14-IV -1902. 
90. CANALEJAS, ibidem, 11-VII-1903. 
91. Apud SUÁREZ, op. cit. 
92. Vid. FERNÁNDEZ VILLA\'FRDE, Diario de las Sesio-
en hablar de las prerrogativas del poder ci-
vil, que posíbilítaban la acción sin negocia-
ción, conforme a los criterios regalistas, pro-
fusamente invocados entonces por ellos e 
incluso por algunos conservadores 92, frente 
al autonomismo de tradicionalistas y repu-
blicanos federales 93. 
3. Grupos y actitudes. 
Ni la formación ni la legislación inicial del 
Gabinete, ni mucho menos el debate jurí-
dico, consiguieron en principio que la agi-
tación cesara. Los disturbios callejeros, nor-
malmente antijesuíticos (por motivos poco 
claros, ligados probablemente a la hipoté-
tica complicación de la Compañía en aquel 
movimiento de Polavieja 94), se habían repro-
ducido en la segunda quincena de marzo en 
Vilanova i Geltrú y Castellón, y en abril 
y mayo, en La Coruña, Valladolid, Jaén, Ba-
racaldo, Ortuella y Bilbao, Ubeda, Barcelo-
na, Madrid, Las Palmas, Vinaroz y Ronda. 
Envueltos a veces con reivindicaciones labo-
rales, otras con el estreno de Electra y algu-
nas con las procesiones del jubileo concedi-
do por León XIII en conmemoración del 
nacimiento del siglo xx, este último motivo 
había de convertirse desde entonces en oca-
sión de conflictos para todo el país: desde 
el momento en que los radicales dijeron ver 
en la celebración manifestaciones políticas, 
por obra de la participación en ellas de per-
sonalidades carlistas95• 
nes ... , Congreso ... , 30-X-1901, y ROMERO ROBLEDO, ibi-
dem, 5-XI-1901. 
93. Vid. ibidem, respectivamente, Víctor PRADERA, 5-
XI-1901, y PI y MARGALL, 15-VII-1901. 
94. Vid. nota 1. 
95. Vid. El Imparcial, 20-III a 21-V-1901; BLASCO IBÁ-
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Para acabar con tal estado de cosas, a me-
diados de mayo, el ministro Moret dirigió 
una instrucción a las autoridades provincia-
les para que prohibieran «las manifestacio-
nes públicas, religiosas o antirreligiosas, fue-
ra de aquellas consagradas por la tradi-
ción» %, a fin de reprimir los disturbios, de 
modo anticonstitucional según algunos. Pe-
ro, el 23 de junio, los asistentes al mitin re-
publicano del Liceo Rius, de Madrid, incita-
dos por los oradores Blasco Ibáñez, Soria-
no y Lerroux, apedrearon varios conventos 
y edificios eclesiásticos. El mismo día, hu-
bo actos antirreligiosos en las calles de Al-
coy. ,En Valencia, republicanos radicales 
atacaron a los participantes en el jubileo del 
24, justificándolo después en su posible or-
ganización tradicionalista. Lo mismo sucedió 
el 23 Y el 24 con las multitudinarias proce-
siones de Pamplona, hostilizadas por algu-
nos militares y republicanos, y aún el 17 y 
18 de julio con las de Zaragoza, que revis-
tieron acritud especial 97. 
Aquel deseo pacifista del Gobierno respon-
día a una actitud que Sagasta había concre-
tado el 10 de mayo en su protocolario dis-
curso a la mayoría parlamentaria, al lamen-
tar la resurrección de la cuestión religiosa, 
«en mal hora suscitada» de nuevo 98. Pero, 
desconfiada por esto la opinión liberal~, en 
el ritual mensaje del trono a las Cortes del 
11 de junio anunció ya «la definición del es-
tado jurídico de las Ordenes religiosas den-
tro de las leyes vigentes, propósito que, uni-
do a la imperiosa necesidad de transformar 
el presupuesto eclesiástico, reduciendo su 
ÑEZ e IRIGARAY, Diario de las Sesiones ...• Congreso .... 
3-VII-1901. 
96. El Imparcial, 18-V-1901. 
97. Cfr. ibidem, 24-VI-1901. y Diario de las Se~iones .. " 
Congreso ... , 27-VI, 3, 4, 8, 17 a 19-VIl-1901. 
cifra y mejorando la dotación de los párro-
cos rurales, llevará [ ... ] a negociar la re-
forma del Concordato» 100. La oferta, sin .em-
bargo, no obtuvo ya completa confianza: 
«Aquí [en el Vaticano -notificó Heraldo 
de Madrid ante el mensaje-] se cree que 
ese proyecto [de definir la situación jurídi-
ca de las órdenes] está exclusivamente des-
tinado a contener los ímpetus de los anti-
clericales; que dará lugar a largas negocia-
ciones, y que Sagasta tendrá tiempo de 
dejar el Poder antes de la aprobación del 
proyecto» 101. 
Recluído por tanto el Gabinete en actitud 
confusa desde sus primeras semanas de exis-
tencia, deseoso de inhibirse pero también 
de mantener su rectorado de las fracciones 
liberales, planteado por otra parte el pro-
blema jurídico y social en la calle, los de-
bates parlamentarios subsiguientes hubié-
ron de enfrentar prácticamente sólo a las 
oposiciones. El 27 de junio, para interpelar 
al Gobierno sobre los últimos sucesos anti-
c1ericales de Madrid, Valen~ia y Pamplona, 
Silvela decidió incumplir incluso el regla-
mento del Congreso, que impedía debatir 
ningún tema, fuera del examen de actas y 
de las comunicaciones del ministerio o del 
Senado, hasta la definitiva constitución de 
la cámara, que fue realizada el · 2 de julio. 
En esa ocasión, y también ante otra in-
terpelación de Blasco Ibáñez sobre los mis-
mos hechos el día 3, el Gabinete procuró 
todavía rehuir el asunto. Y, en el dictamen 
propuesto el 6 como respuesta al mensaje del 
trono, no sólo no aludió a las negociaciones 
98. Cito FERNÁNDEZ ALMAGRO, Historia política.... 697. 
99. Vid. El Imparcial, ll-V-1901. 
100. Diario de las Sesiones ... , Congreso ... , ll-VI-1901. 
101. Heraldo de Madrid, 3-VII-1901. 
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con Roma sino que habló de «defender nues-
tras católicas, tradicionales creencias, de la 
perturbación que censurables intereses o im-
prudentes fanatismos pudieran producir en 
la conciencia del pueblo» 102. Pero el tema 
estaba ya en la calle, y el debate sobre tal 
respuesta no sólo hizo hincapié en la cues-
tión religiosa, sino que sirvió para diluci-
dar al fin los diversos contornos de cada 
postura. 
Los primeros en precisar su visión del asun-
to, en la discusión del dictamen de contes-
tación a la corona, fueron los diputados tra-
dicionalistas. El mismo 6 de julio, Irigaray, 
Barrio y Mier, Sanz, el marqués de Tama-
rit y Llorens firmaron una enmienda al dic-
tamen en la que pedían el restablecimiento 
de la unidad católica mediante la derogación 
del párrafo segundo del artículo 11 de la 
Constitución, garantías de libertad para las 
asociaciones religiosas de ambos sexos y re-
presión de · los atropellos que soportaban 
quienes «sostenían por escudo su indefen-
sión y por amparo su propia debilidad». To-
do lo cual fue débilmente apoyado por Iri-
garay, diputado por Aoiz, con errores canó-
nicos tan notables como la defensa del ori-
gen divino del estado religioso. 
Le respondió la comisión dictaminadora por 
boca del diputado de la mayoría don Alfon-
so González, quien, tras hacer profesión de 
catolicismo y confesar que recogía el crite-
rio de Canalejas, centró ya la discusión en 
el tema jurídico. Defendió la exégesis es-
tricta del artículo 29 y la consecuente apli-
cación a los institutos no concordados de la 
ley de asociaciones. E indicó que el cumpli-
miento de ésta, que, entre otras cosas, daba 
al Gobierno la posibilidad de disolver las 
instituciones que juzgara inconvenientes, de-
bía de ser atendido en adelante por el minis-
terio del mismo modo que había de impedir 
la acumulación de la propiedad en manos 
muertas y derogar la inmunidad militar de 
los frailes. 
Retirada la proposición de Irigaray y discu-
tidas las demás por el procedimiento de ma-
nifestaciones en contra de la totalidad del 
dictamen, el mismo día 8 los representantes 
de la Unión Republicana, formada por los 
salmeronianos y progresistas en 1900 (don 
Gumersindo Azcárate. Muro, Prieto y Cau-
les, don Fernando Gasset, don Juan Gualber-
to Ballesteros, Melquiades Alvarez y don Jo-
sé Marenco), firmaron otra enmienda. Re-
clamaban en ella que el párrafo segundo de 
la contestación al mensaje, que se limitaba a 
confiar «en Dios y en el amor de la Patria», 
reclamase del poder público que mantuvie-
ra «enfrente de la teocracia el principio de 
la independencia y secularización del Esta-
do, oponiéndose así a cuantos intenten res-
tablecer entre nosotros lo que llamó don 
Antonio Cánovas la inquisición moderniza-
da». En la sesión del 10, Melquiades Alva-
rez consumió el primer turno en contra del 
dictamen, en defensa de aquella petición, 
para insistir primero en la moderación de 
la postura que representaba, · ajena a la de-
magogia de los republicanos radicales (pen-
saba en Blasco Ibáñez y en Soriano segu-
ramente), y propugnar la libertad de cultos, 
la afirmación resuelta de la soberanía del 
poder civil en la política y «la secularización 
del Estado, no de la sociedad». Que, ahora, 
se concretaba en la disolución de los insti-
tutos de perfección no concordados o, al 
menos, en la sumisión a la ley común de 
102. Diario de las Sesiones ... ) Congreso ... , 6-VII-1901. Cfr. ibidem, 27-VI y 3-VII-1901. 
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asociaciones y en la limitación de la capaci-
dad adquisitiva que el código civil les con-
cediera: conforme, pues, con el criterio ca-
nalejista de don Alfonso González, aun cuan-
do redujera esta cuestión de los religiosos 
a un mero primer paso de un programa se-
cularizador más ambicioso. 
En su respuesta, que parecía dar al fin la 
de Sagasta, don Segismundo Moret, minis-
tro de la Gobernación, rechazó la posibili-
dad de la disolución, que desautorizaba a 
todos los gobiernos que habían concedido 
permisos desde 1877, y también la aplica-
ción estricta de la ley del 87, en cuya inadap-
tabilidad a la vida conventual insistió. Y 
sugirió, por ello, la necesidad de reformar 
el Concordato, y de aplicar en tanto, cierta-
mente, el derecho común: pero sólo en la 
medida en que fuese compatible con la na-
turaleza de los institutos. De manera que 
su discurso, diverso del criterio de Gonzá-
lez, reflejó expresamente igual diversidad 
de actitudes en el seno de la mayoría guber-
namental, que fue puesta de relieve de in-
mediato 103. 
También el día 8, en el Senado, el mar-
qués de Pidal había presentado una enmien-
da al proyecto de respuesta a la corona de 
aquella cámara, que esbozaba divergencia 
semejante de criterios, esta vez en el frente 
tradicionalista. Lejos del enfrentamiento an-
tiliberal, implícito en la proposición de lri-
garay, sugería la necesidad de respeto a «los 
principios mismos de la libertad, base fun-
damental de nuestro derecho público», cu-
yo olvido, manifestado en las perturbacio-
nes de «la paz religiosa y social de que Es-
103. Ibidem, 6, 8, 10-VII-1901. 
104. Ibidem, Senado, 8-VII-1901. 
105. Vid. SANCHA, op. cit., 137, y Marqués de LEMA, 
paña gozaba», había de ser impedido en ade-
lante por el Gobierno, siempre «respetuoso 
con las libertades y derechos de todos». Pro-
ponía asimismo que el gabinete asegurase 
no hacer <<nada en lo que al régimen y liber-
tad de la Iglesia se refiere, sino con el con-
cierto de la potestad espiritual». Y, en con-
creto, ni desconocer ni mermar «por nin-
gún concepto el principio de la libertad de 
asociación del ciudadano para todos los fi-
nes que la Constitución y las leyes estable-
cen». Ni perseguir «aquellas reformas, que, 
por establecer deliberadamente injustos e 
inusitados procedimientos de excepción pa-
ra los alumnos que no estudien en los esta-
blecimientos oficiales, pugnan abiertamente 
con la recta y leal aplicación del principio 
de libertad de enseñanza que la Constitu-
ción del Estado a todos garantiza» 104. 
Fuera de la oportunista llamada a los senti-
mientos liberales del fusionismo que en la 
proposición hubiera, tales palabras insistían 
en el peculiar enfoque pidaliano de la aper-
tura reclamada de los tradicionalistas por 
León XIII, formulada ahora en términos ge-
nuina y ortodoxamente liberales, semejan-
tes, por lo demás, a los que, por la misma 
época, utilizaban algunos elementos de la 
catolicidad francesa 105. 
Conforme a esta actitud, el debate en el Se-
nado, que discutió la enmienda de Pidal has-
ta el día 15, se centró sobre todo en las me-
didas iniciales, sobre enseñanza especial-
mente, del Gobierno. Sólo el propio mar-
qués formuló una postura jurídica clara 
acerca del artículo 29, que dijo encaminado, 
no a permitir el establecimiento de las con-
Mis recuerdos (1880-1901), Madrid, C.I.A.P., 1930. p. 
258. 
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gregac\ones que citaba, sino a imponer unas 
obligaciones sobre ellas al Estado. De modo 
que las demás quedaban incluí das en el ar-
tículo 43, que sancionaba el derecho canó-
nico vigente para cubrir las lagunas del sis-
tema concordatario HJ6. 
Menos decidida había sido una tercera en-
mienda de las presentadas al Congreso, tam-
bién el día 8 de julio, por pidalianos y car-
listas (la firmaron el marqués de Santillana, 
Barrio y Mier, don José del Prado, el mar-
qués de Vadillo y el conde de Albay). Pe-
día la represión de los ataques a la Iglesia 
mediante el cumplimiento escrupuloso de la 
Constitución y el castigo de los atropellos 
y, a manera de cambio prudente, que era 
una posible advertencia a las intenciones del 
Gobierno, impetrar del Pontífice, ante «la 
mezquindad de la dotación del clero secu-
lar», autorización «para hacer una reforma 
que permita mejorar su situación sin alte-
rar la cifra del presupuesto del clero, que 
por ser una restitución, es intangible». Con-
sumido por el marqués de Campo-Amero, el 
día 11, el segundo turno en contra del dic-
tamen de contestación al mensaje del trono, 
al 12, en el tercero, defendió esta proposi-
ción el marqués de Vadillo, para abundar 
con precisión jurídica notable en el criterio 
de Pidal sobre la inclusión de todos los ins-
titutos en el artículo 43 del Concordato y 
su exclusión consecuente de los preceptos 
de la ley de asociaciones. A instancias de 
Romero Robledo, que interrumpió al mar-
qués, Silvela canonizó esta exégesis como la 
propia del Partido Conservador. Y ello aca-
bó de agrupar las posturas en torno a dos 
extremos -tradicionalistas y conservadores 
106. Cfr. Diario de las Sesiones ... , Senado ... , 11 y 12-
VII-1901. 
de un lado, demócratas y republicanos de 
otro- sin mayor divergencia que la de los 
templados sagastinos, partidarios de nego-
ciar con Roma y aplicar en el ínterin, cir-
cunstanciadamente, el derecho común. 
Nada hubo ya notable fuera de las interven-
ciones indicativas de don Antonio Maura y 
de don José Canalejas, que respondieron a 
alusiones personales y centraron las últimas 
jornadas del debate. Cada vez más ajeno al 
fu sionismo el primero, insistió en la opi-
nión conservadora sobre el artículo 43. De-
nunció además lo que consideraba doble 
juego del Gobierno, que hablaba de negocia-
ciones y toleraba al tiempo los disturbios, 
y pidió sobre todo claridad para saber lo 
que buscaba ahora el partido de Sagasta, si 
era un nuevo programa, distinto del segui-
do hasta entonces. El 16 de julio le respon-
dió Canalejas con uno de sus más brillantes 
discursos. Se manifestó contra el valor que 
se quería dar a aquel artículo 43 del Con-
cordato, cuando tanto el pacto español co-
mo el francés, dijo entonces, «dejaban el 
problema de las congregaciones religiosas, 
o reducido a un equívoco, que ése es el mal 
de nuestro Concordato, o totalmente excluí-
do, como en el Concordato francés; pero 
jamás constituyendo parte integrante de una 
extraterritorialidad, valga la palabra, de la 
soberanía de Roma en el territorio de Espa-
ña o Francia». 
Por último, Sagasta, el 18, cerró la discusión 
con la puntualización sencilla de su propia 
postura: Existían tres institutos concorda-
dos y una ley de asociaciones para los de-
más: No había, pues, problema. La contes-
tación fue aprobada inmediatamente 107, y el 
107. Ibídem, Congreso, 8 a 18-VII-1901. 
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asunto quedó reducido, de momento, a ver 
dónde llegaba la decisión del Gobierno. 
Durante el verano de 1901, el problema po-
lítico, trasladado con la corte a San Sebas-
tián, y recluí do en la prensa sobre todo, ur-
gió la acción del ministerio con asuntos muy 
determinados. En abril anterior, un decreto 
del Gabinete portugués había declarado secu-
larizados todos los institutos de perfección 
de la Iglesia: reducido el ámbito legal de su 
ministerio a las colonias, mientras, en la 
metrópoli, prohibía la fundación . de novicia-
dos y colegios y toda actividad proselitista. 
En la misma época, entre enero y junio de 
1901, el parlamento galo había discutido la 
ley de asociaciones. Y los diarios españoles 
siguieron puntualmente los vericuetos por 
donde discurría la cuestión en ambos paí-
ses, hasta consignar al fin la firma de la ley 
francesa por el presidente de la república 
vecina, Loubet, el primero de julio 108. 
La nueva disposición exigía de los institutos 
ya establecidos que pidieran autorización al 
Gobierno, para permanecer constituídos, en 
el término de tres meses: supeditación al 
Estado que inclinó a desconfiar de que to-
dos los religiosos la aceptasen y, por tanto, 
de la permanencia de muchos de ellos en 
Francia. Se suponía, por de pronto, que ni 
jesuítas ni anuncio ni stas lo harían, puesto 
que contra ellos parecía especialmente diri-
gida la ley, y, promulgada en julio, los bene-
dictinos y los carmelitas optaron también 
por el exilio voluntario. En suma, cumplidos 
108. Vid. SANCHA, . Op. cit., 173, y El Imparcial, marzo 
a junio 1901. 
109. Cfr. ROGER, op. cit., 341, Y José María JAVIERRE, 
A cincuenta años de la "Ley del Candado". La España 
caída de finales de siglo, "Ecclesia", 1960. PP. 531-533. 
110. Cfr. Alfonso GONZÁLEZ. Diario de las Sesiones ... , 
Congreso ... , 25-X-1901. 
los tres meses, seiscientos quince institutos 
habían pedido la autorización y doscientos 
quince se habían negado a ello 109, de cuyos 
integrantes setecientos al menos pasaron a 
España durante el verano 110. 
A últimos de julio, la prensa había comen" 
zado a hablar ya de la llegada de religiosos 
franceses a Bruselas y, en agosto, de los te-
mores que infundía en Italia la posible in~ 
migración. Pero fue en la segunda quincena 
de septiembre cuando la inminencia del 
cumplimiento del plazo de la nueva ley hu-
bo de provocar la salida del mayor contin-
gente y, en consecuencia, las primeras alar-
mas. «Se anuncia -dijo de la frontera gui-
puzcoana el 23 Heraldo de Madrid- que es-
tán para llegar, también procedentes de 
Francia, muchos frailes y monjas no some-
tidos a la ley de Congregaciones» Ul. Y, el 
28, aseguró ya «que desde que se votó y pu-
blicó la ley de Waldeck-Rousseau sobre Con-
gregaciones han pasado diariamente por San 
Sebastián de 80 a 85 religiosos franceses» 112, 
es decir: unos siete mil en dos meses y me-
dio: lo que, según las estadísticas del pro-
pio gobierno, que hablarían de aquellos se-
tecientos sólo, no pudo ser verdad, si. bien 
es cierto que la contabilidad de la huída tu-
vo que ser difícil e insegura 113. 
De acuerdo con el acostumbrado paralelo, la 
prensa había vuelto a insistir en la insufi-
ciencia de medios económicos del clero ru-
ral: «Ni para comer un poco de pan de tri-
go ni la modesta olla española -lamentaba 
111. Heraldo de Madrid, 23-IX-1901. Cfr. ibidem, 28-
VII. 25 Y 26-VIII-1901. 
112. Ibidem, 28-IX-1901. 
113. Vid. LOMBARDERO, Diario de las Sesiones ... , Con-
greso ... , 29-X-1901. 
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Heraldo de Madrid a mediados de agosto-
ganan la mayor parte de los párrocos y de 
los maestros de escuela en nuestra patria» 114. 
Y, a fin de subrayarlo, el 31, publicó una 
carta de un párroco rural que protestaba 
contra los impuestos que gravaban su dota-
ción, la acumulación de riquezas por parte 
de los religiosos y la actitud de los obispos 
que se lo permitían 115. 
Nada notable dijo la jerarquía de la Iglesia 
sobre ambos problemas durante aquellos 
meses, al parecer más preocupada por la le-
gislación educativa de García Alix y Roma-
nones, que debatiera el Senado, y que pro-
vocó, en septiembre, una detallada protesta 
de los prelados de la provincia eclesiástica 
aragonesa 116. Pero al Gobierno, en cambio, 
sí le urgía zanjar con rapidez aquel proble-
ma. La negociación con Roma, que aún no 
estaba iniciada 111, constituyó por ello desde 
el principio otro gran tema de las informa-
ciones del verano. Un obstáculo para su de-
sarrollo advirtió insistentemente la prensa 
liberal entonces: En febrero de 1901, don 
Alejandro Pidal había llegado a Roma como 
embajador español ante la Santa Sede 118 , y, 
evidentemente, su significación ultraconser-
vadora lo desaconsejaba para una acción an-
ticlerical. Durante el verano, se rumoreó de 
hecho, que el ministro de Gracia y Justicia 
ya había enviado, hacía tiempo, instruccio-
nes a Pidal para negociar la reforma del 
114. Heraldo de Madrid, 17-VIII-1901. 
115. Cfr. ib idem, 31-VIlI-1901. 
116. Vid. Boletín Oficial Eclesiásti co del Obispado de 
Pamplona, 16-IX-1901. 
117. A pesar de lo que afirmó MORET : D iario de las 
Sesiones ... , Congreso ... , 10-XI-1906. 
118. Cfr. El Liberal, 23-II-1901. 
119. Heraldo de Madrid, 27-VIlI-1901. Vid. ibidem, 
15. 26 Y 30-IX. 2-X-1901. . 
120. Ibidem, 13-IX-1901. 
Concordato, y que don Alejandro se negaba 
a obedecerlas. Pero, en la segunda mitad de 
agosto -y luego en septiembre y en octu-
bre-, informadores pidalianos publicaron 
una rectificación, según la cual el represen-
tante en Roma no había recibido «orden ni 
instrucción alguna en tal sentido» 119. Para 
ocultar tal vez la culpabilidad del Gobierno, 
se comenzó a insistir entonces con empeño 
en la inminencia de «un relevo sin nuevas 
consultas» en vista «de las vacilaciones y 
escrúpulos» 120 de Pidal, que sus amigos ne-
gaban, ante la negociación de la reforma 121. 
Y, durante aquellos meses, se barajaron los 
nombres de Moret, del marqués de la Vega 
de Armijo y de Teverga como posibles sus-
titutos 122. Pero, a la postre (y era significa-
tivo), el liberal Sagasta continuó represen-
tando en Roma por el más destacado tradi-
cionalismo alfonsino. 
No hubo pues, de momento, intento de re-
forma del Concordato. Pero el Gobierno sí 
alumbró una medida importante sobre el 
problema de la inmigración religiosa. El 22 
de julio, don Alfonso González, el primer 
defensor parlamentario de la sumisión legal 
de los religiosos, sustituyó en el Ministerio 
de la Gobernación a Villanueva, que lo re-
gía interinamente a raíz de la elección de 
Moret como presidente del Congreso el día 
15 123• 
Muy pocos días después de su intervención 
121. Vid. ROMERO ROBLEDO, Diario de las Sesiones ... , 
Congreso .. .• 25-X-1901. 
122. Vid. H eraldo de Madrid, julio y agosto 1901. 
123. Cfr. ibidem, 22-VII-1901. Hay error sin duda en 
la fecha de 22 de junio que da n. para el nombramien-
to de González. PI y MARGALL (op. cit ., VII (2.&), 1.917) 
Y FERNÁNDEZ ALMAGRO (Historia politica ... , 690): vid. 
MORET, D i ario de las Sesiones ... , Congreso .. . , 27-VI-
1901; GONZÁLEZ, ibidem, 8-VIl-1901; VILLANUEVA, ibi-
dem, 15-VIl-HlOl. donde constan .sus cargos en esas 
fechas. 
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en las Cortes, en donde había defendido el 
criterio canalejista de someter todos los · in s-
titutosmasculinos, menos los tres del ar-
tículo 29,a la ley de asociaciones, fácil era 
entender que Sagasta jugaba probablemen-
te la baza radical, con un político que aca-
baba de destacar de nuevo como uno de los 
escasos fusionistas permanentemente anti-
clericales (lo fue ya en el 87, cuando se dis-
cutió la ley) y que, por otra parte, lejos de 
ser hechura de don Práxedes, presentaba el 
mejor historial para triunfar y fracasaren 
aquella cuestión sin comprometer al Gobier-
no. De acuerdo, en suma, al uso de Sagasta, 
pretendido ya con Canalejas ante la forma-
ción del Gabinete, de dejar que los propios 
agitadores de la opinión realizasen desde el 
poder lo que antes pedían en la oposición. 
De manera que el ministerio quedara inmu-
ne de las responsabilidades del fracaso y, en 
cambio, aureolado por la complicación en 
la victoria, si llegaba. 
Lo que, por lo demás, pretendía González, 
lo había ratificado ya, en realidad, el mismo 
Gabinete, cuando, en la circular del 22 de 
marzo sobre las actividades lucrativas de 
los frailes, Urzáiz afirmó que «las congre-
gaciones no autorizadas por los art[ículo]s 
29 y 31 del Concordato, [ . .. ] que son las 
más numerosas, están sujetas a la ley de 
asociaciones de 30 de junio 1887, y han de-
bido ser registradas en el Gobierno civil con-
forme al artículo 7.° de la misma» 124. Igual 
criterio simplificó Sagasta el 18 de julio en 
el Congreso. Pero fue la oportunidad del 
hombre nuevo y el aumento de los frailes 
no españoles, ante la proximidad del fin del 
124. Apud El . Imparcial, 23-111-190l. 
125. Cfr. Notas de una vida, en Obras completas, to-
mo 111, Madrid, Ed. Plus Ultra, 1949. 
126. Cfr. telegrama 15-IX-1901, AMAE, P o:ítica: San-
plazo francés de autorización, lo que exigió, 
por fin, calmar el malestar con la medida: 
Sagasta encomendó al ministro de la Gober-
nación la redacción de un decreto que fre-
nara el desarrollo de los institutos de per-
fección de modo que chocase lo menos po-
sible con los intereses de la Iglesia, y Gon-
zález lo hizo sobrepasándose, según la dudo-
sa afirmación de Romanones, en el cumpli-
miento del encargo 125. El texto, comuni-
cado por don Alfonso al ministro de Estado 
como era de rigor 126, quedó aprobado el 18 
de septiembre en el consejo de ministros, 
que ofr~cieron guardar reserva absoluta has-
ta su publicación, «a fin de evitar que las 
Asociaciones religiosas tuvieran tiempo pa-
ra poner en juego las influencias de que 
siempre disponen; y así lo cumplieron » 127; 
La reina firmó el decreto el 19, y, el 20, la 
Gaceta de Madrid lo publicó. 
La nueva norma anunciaba la reforma de la 
ley de 1887 «para poner en armonía el ejer-
cicio de las facultades de inspección con la 
índole diversa de las Asociaciones». Pero, 
de acuerdo con lo afirmado ante las Cortes, 
sometía de momento al derecho común las 
comprendidas en la ley de 1887 (sin consig-
nar cuáles eran: en cuya imprecisión acaso 
hubo de estar la siempre previsora mano de 
Sagasta), conforme a estos preceptos: 
«Artículo 1.° Se concede un plazo de seis 
meses, a contar desde la publicación del pre-
sente real decreto en la Gaceta de Madrid, 
para que las Asociaciones ya creadas y com-
prendidas en los preceptos de la ley de 30 
de Junio de 1887 puedan inscribirse en el 
registro correspondiente de los gobiernos de 
ta Sede, lego 2.677; Expte. "Real decreto del Minis-
terio de la Gobernación de 19 de Septiembre de 
1901. .. " . 
127. El Liberal, 26-IX-1901. 
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provincia y cumplir las demás formalidades 
que determinan los artículos 4.°, 9.°, 10 Y 11 
de aquella ley misma. 
»Artículo 2.° Los gobernadores de las pro-
vincias cuidarán especialmente de exigir a 
las Asociaciones que se creen desde esta fe-
cha el cumplimiento de los mismos requisi-
tos, usando en otro caso de las facultades 
que la propia ley les concede. 
»Artículo 3.° Para que los extranjeros cons-
tituyan en España Asociaciones comprendi-
das en los preceptos de la ley de 30 de Junio 
de 1887, o ingresen en las ya creadas, será 
condición indispensable que los fundadores, 
directores o presidentes de las Asociaciones 
mismas acrediten ante el Gobierno de pro-
vincia que aquéllos se hallan inscritos como 
súbditos de la nación a que pertenezcan en 
el Consulado correspondiente, solicitando al 
mismo tiempo su inscripción en el propio 
gobierno de provincia» 128. 
4. La negociación con Roma. 
La prensa liberal aplaudió el decreto, con 
la excepción de los republicanos radicales, 
que lo juzgaron limitado, pero con la ex-
plícita adhesión de la Unión Republicana, 
que subrayó el acercamiento doctrinal que 
reflejaba la nueva medida entre el fusio-
nismo y ellos 129 -cuestión decisiva por de-
más para el futuro monárquico-o Pero re-
cordó en seguida al Gobierno su «incon-
128. Apud Heraldo de Madrid, 20-IX-1901. 
129. Vid. ibidem, 20 y 21-IX-1901 y J. GARCÍA OCAÑA, 
Un conflicto. El Real Decreto de 19 de Septiembre y 
las Ordenes religiosas, "Razón y Fe", diciembre 1901, 
437-454. Hay una acusación interesante sobre las ma-
nifestaciones filorrepublicanas de Canalejas en la car-
ta de Antonio Ledesma a Moret, 18-IX-1901, notificada 
seguramente por éste a la reina, del Archivo del Pa-
testable derecho a tomar medidas contra 
la inmigración en la Península de las Con-
gregaciones extranjeras, y que no tiene pa-
ra el caso, en absoluto, necesidad alguna de 
entenderse con el Nuncio», máxime cuan-
do la conducta de Sagasta «se halla confor-
me con las tradiciones del partido que acau-
dilla» 130. 
La advertencia, tomada por Heraldo el 24 de 
Le Fígaro, seguramente para fundar los áni-
mos del ministerio, era tanto más necesaria 
cuanto que el Gabinete había publicado 
aquel decreto sin previa comunicación al 
Nuncio, monseñor Rinaldini 131. Este, además, 
llamado a Roma para ínformar al Papa de la 
situación de España y hablar acaso de la 
reforma del Concordato, había pasado el 18 
de septiembre por San Sebastián, donde se 
entrevistó con la reína, Sagasta y Almodó-
var separadamente, sin que tuviera noticia 
de la norma hasta detenerse en París 132. 
El 22, el encargado de negocios del Vatica-
no en España acudió por eso al ministerio 
de Estado «con carácter oficial a protestar 
solemnemente» del decreto, «por haberlo 
publicado sin acuerdo de la Santa Sede, a 
pesar de que a su juicio interpreta viciosa-
mente [el] Concordato, y porque se ha pro-
cedido con desconsideración hacia el Nun-
cio al no prevenirle de lo que se iba a ha-
cer, precisamente en los momentos en que 
recibía atenciones de Su Majestad y del Go-
bierno» 133. 
lacio de Oriente, Secreto parto de doña María Cristina, 
c.a 15, n.O 14. 
130. Heraldo de Madrid, 24-IX-1901. 
131. Cfr. CANALEJAS, Diario de las Sesiones ... , Con-
greso .. . , ll-VII-1903. 
132. Cfr. Heraldo de Madrid, 24, 26, 27 Y 30-IX, 4-
X-1901. 
133. Telegrama del subsecretario al ministro de Es-
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Sin duda para curarse en salud, Sagasta co~ 
municó la protesta a Canalejas, y éste le 
aconsejó que bastaba «una explicación be-
névola y amistosa» para zanjar el conflicto: 
no una negociación en regla sobre las con-
secuencias y la aplicación de la medida de 
González 134, que era lo que Sagasta proyec-
taba para evitar el enfrentamiento con la 
Santa Sede que podía suponer el cumpli-
miento estricto de la norma. Ya en su entre-
vista del día 22 con el encargado de nego-
cios de la Santa Sede, el subsecretario de Es-
tado (ausente de Madrid el duque de Almo-
dóvar) le advirtió que el plazo de seis meses 
que otorgaba el decreto «permitirá la debi-
da inteligencia entre las dos Potestades» 135. 
Y, el mismo día, el propio Almodóvar escri-
bió a monseñor Rinaldini una carta conci-
liadora sobre el alcance de tal norma y las 
razones que la justificaban, donde afirmó 
que el Gobierno veía «un peligro real en el 
número de religiosos y religiosas que atra-
viesan la frontera»; qUe la inmigración ha-
Bía aumentado (lo que no pudo ser nota-
ble, de ser ciertas las fechas) después de su 
partida hacia Roma, y ello movió al consejo 
de ministros a adoptar la medida, para evi-
tar también el recrudecimiento de las agita-
ciones anticlericales; que, por lo demás, no 
había nada en ella contrario al Concordato. 
«La situación de las Ordenes religiosas 
-puntualizaba en concreto- no ha sufrido 
ninguna alteración, y el plazo de seis meses 
tado, 22-IX-1901 , AMAE, Política: Santa Sede, ¡ego 
2.677 : "Real decreto ... ". Para los años 1899-1900, he-
mos utilizado también, sin ningún resultado notable, 
los fondos del Archivo de la Embajada de España cer-
ca de la Santa Sede, conservados hasta 1900 en AMAE. 
En cuanto al Archivo Secreto de la' Santa Sede, nos 
informa el Rvdmo. P. Raes Alfonso, S. l., Prefecto de 
la Biblioteca Apostólica Vaticana, qUe sólo es accesi-
ble hasta el pontificado de Pío IX inclusive. 
para cumplir las obligaciones que implica 
la ley de Asociaciones, deberá ser ampliado 
a determinar cuáles son las asociaciones que 
deben legitimar su existencia bajo sus reglas, 
y cuáles otras deben estar regidas por una 
modificación en la ley mencionada, lo cual 
será objeto de una negociación con la San-
ta Seqe» 136. De manera que los temores de 
Canalejas y la imprecisión del texto del de-
creto, al hablar simplemente de «las Asocia-
ciones ya creadas y comprendidas en los 
preceptos de la ley de 30 de junio de 1887» 
(cuyo alcance precisamente se iba a discu-
tir) denunciaban así sus intenciones. 
Para que pudiera adelantar la justificación 
del Gabinete ante el Secretario de Estado, 
el 22 de septiembre aún, el propio duque de 
Almodóvar telegrafió a don Alejandro Pidal 
sobre los antecedentes de la medida de Gon-
zález, exigida por «la entrada de religiosos 
de ambos sexos que, procedentes de Fran-
cia, buscan residencia en España sin solici-
tar permiso», y cómo había sido aprobada 
en consejo posterior a la partida de monse-
ñor Rinaldini, quien, por eso, decía, no pu-
do tener conocimiento de él. Con el recuer-
do, además, de que el plazo de seis meses 
«facilitará la inteligencia entre [la] S[anta] 
Sede y [el] Gobierno» 137. 
Molestos a pesar de tales explicaciones que 
fueron comunicadas por el embajador al Pa-
pa y a Rampolla, ambos juzgaron lo ocurri-
do, según Pidal, «más aún que como una 
134. Diario de Las Sesiones ... , Congreso .. .. 11-VII-1903. 
135. Telegrama cit. , nota 133. 
136. Cit. Luis MOROTE, Los fraiLes en España, Madrid, 
Imp. de Fortanet, 1904, p. 68, Y ALBÓ, Diario de Las 
Sesiones ... , Congreso .. . , 10-XII-1906. Cfr. minuta del 
original, en francés, AMAE, Política : Santa Sede, lego 
2.677 : "Real decreto .. . ". 
137. AMAE, loco cit.. nota anterior. 
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descortesía, como un síntoma revelador de 
un sistema de procedimiento, [y] el sentido 
dado al Real decreto, como una violación 
abierta del Concordato», hasta el punto de 
que el embajador los encontró «como en 
vísperas de una franca ruptura de hostilida-
des» 138. Sin llegar a esto, en nota de protes-
ta fechada el 30 de septiembre, el secretario 
de Estado del Pontífice advirtió al Gobierno 
la sorpresa producida por la publicación de 
la medida dos días después de la partida de 
monseñor Rinaldini; que aquélla no era 
«conforme a los usos diplomáticos ni a la 
especial deferencia que el Santo Padre tenía 
derecho a esperar», y que «tal precedente 
parece poco a propósito para disponer favo-
rablemente el ánimo de Su Santidad para 
entablar futuras negociaciones». Sobre és-
tas, afirmaba que, desde la época del Con-
cordato, «la Santa Sede, el episcopado, los 
católicos juristas insignes y eminentes polí-
ticos españoles, sin excluir a los ministros 
de la Corona que han formado parte del ac-
tual Gobierno, han sostenido siempre y en 
las mismas Cámaras que en aquel solemne 
pacto bilateral estaban reconocidos implíci-
ta, pero positivamente, todos los institutos 
religiosos aprobados por la Santa Sede. 
En consecuencia, el artículo segundo de la 
ley de asociaciones los eximía a todos; co-
mo concordados, del resto de sus cláusulas. 
Y, si el ministerio lo interpretaba de otro 
modo, era el momento de aplicar lo dis-
puesto en el artículo 45 del Concordato; es 
decir: negociar 139. 
138. Telegrama del embajador en Roma al ministro 
de Estado, ibidem. 
139. Ibidem. 
140. JOáquín BUITRAGO y HERNÁNDEZ, Las Ordenes Re-
ligiosas y los religiosos . Estudio jurídico sobre su exis-
tencia legal y , capacidad civil . en España. Madrid, Ti-
El Vaticano suscribía, en suma, la exégesis 
conservadora de la legislación, recientemen-
te resellada por el libro de don Joaquín Bui-
trago Hernández sobre la existencia legal y 
la capacidad civil de Las Ordenes religiosas 
y los religiosos, cuya impresión había ter-
minado el 27 de agosto y contenía un sope-
sado y denso estudio jurídico del problema, 
explícitamente justificado en los disturbios 
del invierno 1-W, que fue, a partir de entonces, 
fuente obligada para su defensa. 
Por consejo de González 141, el 5 de octubre, 
el duque de Almodóvar volvió a escribir ur-
gentemente a Pidal para que recomendase 
al cardenal Rampolla silencio sobre la exis-
tencia del documento de 30 de septiembre, 
«que si fuera conocido en España daría oca-
sión a sacudidas de la opinión entre los exa-
gerados y embarazaría la acción del Gobier-
no». Advertía además que la nota vati-
cana había provocado «impresión dolorosa» 
en Madrid por su «exceso de rigor». Y, más 
sosegadamente, el 19, el propio ministro de 
Estado envió al embajador una real orden 
en donde expresaba la postura jurídica del 
fusionismo: Canonistas como el actual obis-
po de León, monseñor Lafuente y Salazar, 
-decía en ella- afirmaban que las congre-
gaciones restablecidas por el Concordato 
eran las mencÍonadas en los artículos 29 y 
30, y las demás, por tanto, estaban incluí da s 
en la ley de asociaciones. «Una práctica vi-
ciosa hizo, sin embargo; que algunas Con-
gregaciones pidieran y obtuvieran Reales ór-
denes especiales de autorización; pero cla-
pografía de D. Adolfo R. de Castroviejo. 1901, 489 pp. 
141. Vid. despacho n.O 77, 4-X-1901, del subsecretario 
al ministro de Estado, AMAE, Política: Santa Sede, 
lego 2.678; Expte. "1909-1910: Proyecto de reforma del 
Concordato y Ley de Asociaciones". 
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ro es que la repetición de actos contra la 
ley no alcanzaban a derogar a ésta ni po-
drían ser invocados como título suficiente, 
sobre todo cuando [ ... ] un movimiento enér-
gico de la opinión pública llamase a los Go-
biernos a la observancia estricta del precep-
to legal», urgido además por la inmigración 
de los religiosos franceses. Recordaba tam-
bién a la Santa Sede que nada había recla-
mado cuando fue promulgada la ley del 87, 
ni en marzo de 1901, ante el decreto sobre 
las industrias regidas por frailes. Pero pun-
tualizaba asimismo que, «deseoso el Gobier-
no de S. M. de llegar Ca tenor del art[ículo] 
45 del Concordato, que al prescribir la for-
ma de resolver amigablemente cualquiera 
dificultad, excluye el procedimiento de la 
protesta u otro violento) a términos de fran-
ca y perfecta inteligencia, y persistiendo en 
el propósito qu.e en el preámbulo del Real 
decreto [de 19 de septiembre] se menciona 
de someter a las deliberaciones de las Cor-
tes la necesaria reforma de la ley», estaba 
el ministerio «desde ahora favorablemente 
dispuesto a escuchar las sugestiones que so-
bre este punto tenga a bien formularle la 
Santa Sede, en la inteligencia de que si bien 
su convicción honrada es la que queda ex-
puesta, no habrá de negarse, sino antes bien 
ansía llegar a términos que, dejándola a sal-
vo los sagrados derechos que al Sumo Pon-
tífice corresponden, hagan posible también 
el cumplimiento de los ineludibles deberes 
que a la Potestad civil competen». Sin per-
juicio de que, además, fuera negociada la 
reforma del Concordato «en su día y con la 
extensión debida» 142. De manera que, fiel a 
142. Ibidem, lego 2.677, "Real decreto ... ". 
143. Cfr. MORET, Diario de las Sesiones ... , Congreso .. . , 
7-VIl-1903. 
la línea contemporizadora de Sagasta, si re-
chazaba toda actitud amenazante, tampoco 
suponía entrega ciega, como luego se dijo, a 
los deseos de Roma. 
La opinión política tardó en conocer la orien-
tación de esta correspondencia diplomática. 
Parece que, en principio, la jerarquía ecle-
siástica aconsejó a los superiores de los 
institutos de perfección que no los inscri-
biesen en los registros civiles ni cumplieran 
los requisitos del decreto de González 143 
-lo que, de los franceses inmigrados, sólo 
cincuenta y dos cartujos habían realizado 
a finales de octubre de 1901 144• Y la prensa 
liberal, sin duda temerosa de la tendencia 
transigente de Sagasta, siguió esforzándose 
por mantener el ánimo radical que requería 
del ministerio. Ante el decreto y ante la 
siempre recordada reforma del Concordato, 
según Heraldo de Madrid, el Vaticano pen-
saba seguir la política de «dar largas a los 
asuntos, creyendo que son harto frágiles 
las bases de dicho Gobierno para que Sa-
gasta pueda resolver una cuestión tan deli-
cada y difícil como la resuelta por Wal-
deck-Rousseau»: «la política de contempo-
rizar, aguardando a que la situación política 
de España sea menos incierta» 145. 
La transacción que había realizado el gabi-
nete hubo de conocerse sin embargo de mo-
do paulatino. Ya el 18 de octubre, el rome-
rista Bergamín interpeló al ministerio, re-
abiertas las Cortes, sobre lo que pensaba 
con las asociaciones que no cumplieran la 
medida de septiembre, si, como se decía 
«después de las insinuaciones, más o menos 
confidenciales, hechas por el Gobierno allí 
144. Cfr. GONZÁLEZ, ibidem, 29-X y 19-XI-1901. 
145. Heraldo de Madrid, 15 y 28-X-1901 respectiva-
mente. Cfr. ibidem, 26 y 27-IX, 4, 11, 15 V 28-X-1901. 
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donde podía haber suscitado algún recelo 
aquel decreto [ .. . ], no significa este más 
que una especie de satisfacción medrosa 
dada a la opinión para que, transcurridos 
los seis meses del plazo fijado, continuemos 
el período de tolerancia de catorce años, a 
que alude en su preámbulo el señor minis-
tro de la Gobernación». Y González, con 
apariencia de firmeza, no respondió con cla-
ridad a esta cuestión 146. 
Todavía en octubre, se comenzó a hablar de 
que el episcopado preparaba una protesta 
formal en el Senado, que «las más altas per-
sonalidades» (el marqués de Pidal sobre to-
das) se esforzaban en impedir para evitar el 
enfrentamiento. Los trabajos del embajador 
neocatólico, su hermano, debieron mitigar 
ciertamente el proyecto, si, como es proba-
ble, los prelados recibieron instrucciones de 
Roma, sobre las que el Pontífice y don Ale-
jandro Pidal trataban ya en el Vaticano a co-
mienzos de mes. La prensa liberal glosó con 
todo la reunión de los obispos senadores en 
Madrid, a últimos de octubre y primeros de 
noviembre, con intranquilidad visible. Se te-
mía el valor que la opinión pudiera dar a 
una protesta formal de la jerarquía y la am-
bigüedad con que el Gobierno llegaba ante 
las Cortes: sin aclarar públicamente aún, 
puesto que aquella correspondencia diplo-
mática permanecía oculta, si pretendía o no 
tratar con Roma y, en caso afirmativo, cómo 
pensaba encaminar los tratos 147. 
La temida interpelación, no obstante, se li-
mitó a glosar el texto de la exposición que 
los prelados de la provincia eclesiástica de 
146. Diario de las Sesiones ... , Congreso ... , 18 y 19-X-
1901. 
147. Cfr. Heraldo de Madrid, 10, 23-X a 7-XI-190l. 
Santiago de Compostela acababan de dirigir 
al parlamento. Hablaba ésta en apoyo de la 
libertad del culto católico y de la enseñanza, 
conforme a la Constitución del reino, y en 
pro de la derogación de la legislación educa-
tiva de Romanones y, por supuesto, también 
de la medida de González. Monseñor Martí-
nez Vigil, obispo de Oviedo, que abrió el de-
bate en el Senado, el 7 de noviembre, pre-
guntó tan sólo al ministerio si estaba dis-
puesto a hacer lo que en aquella exposición 
pedían. El ministro de la Gobernación res-
pondió la conocida exégesis restrictiva del 
artículo 29, que dijo obligaba a someter a la 
ley de asociaciones a los institutos no aludi-
dos ni en él ni en el artículo siguiente (los fe-
meninos también, por tanto). Y el prelado 
contestó a su vez que, en el peor de los ca-
sos, si mantenía esa opinión, el Gobierno po-
día únicamente entablar negociaciones con la 
Santa Sede, según preceptuaba el Concorda-
to para las cuestiones dudosas, pero no im-
poner arbitrariamente su propio criterio. 
Precisadas así las dos posturas, el8 cerró Sa-
gasta la breve discusión con la promesa es-
cueta de que, si el Vaticano difería claramen-
te de aquella interpretación del artículo, el 
ministerio apelaría en conscuencia al 45, que 
imponía la búsqueda de una solución amis-
tosa 148. Que era, en realidad, lo que el go-
bierno había prometido ya a la Santa Sede 
en su correspondencia de septiembre y oc-
tubre, que ahora, de este modo, comenzaba 
a hacerse pública. 
El 9 de noviembre, monseñor Tomás Costa, 
arzobispo de Tarragona, y los prelados de 
Oviedo, Tarazona, Tortosa, Palencia, Coria 
148. Cfr. Diario de las Sesiones ... , Senado, 7 y 8-XI-
1901. 
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y Segorbe 149, que habían tomado parte en 
los debates del Senado, enviaron un mensa-
je al Papa, remitido el 10 por el arzobispo 
de Tarragona al cardenal Rampolla. En 
él, tras subrayar su adhesión permanente 
al sucesor de Pedro y su estimación de los 
religiosos, narraban los resultados de la dis-
cusión «por la derogación del infausto De-
creto» de septiembre. A lo largo de ella 
no habían conseguido sino la afirmación 
«contenida en el discurso con que el Presi-
dente del Consejo de Ministros cerró el de-
bate parlamentario», en el que dijo: «Si hay 
diferencia entre la interpretación que le da 
(al Concordato) el Gobierno, la Corona de 
España y la que le da el Sumo Pontífice, 
entonces es cuando puede venir la aplica-
ción del art[ículo] 45. Y yo declaro que si 
tal caso llegara, no tendría inconveniente en 
aceptar esa interpretación y apelar al ar-
t[ículo] 45 [sic]». De donde desprendían 
los prelados «que el Gobierno ignora el pen-
samiento de la Santa Sede, y que por eso 
se niega a suspender los procedimientos 
anunciados contra las Congregaciones». Lo 
comunicaban al Pontífice «por si considera 
llegado el momento de manifestar de una 
manera explícita a S. M. la Reina (q. D. g.) 
ya su Gobierno, queno entiende los artícu-
los del solemne Convenio de 1851, relativos 
a las Ordenes y Congregaciones religiosas, 
como los entiende el Gobierno español, y 
que por lo mismo, no cabe modificar el es-
tado presente de las cosas sin el acuerdo de 
ambas supremas Potestades». 
Monseñor Rampolla respondió el 16 al arzo-
149. Heraldo de Madrid, 26-XI-1901, añadió al arzo-
bispo de Sevilla, al arzobispo titular de Bostra y al 
obispo. de Salamanca. 
150. Boletín Oficial Eclesiástico del Obispado de Pam-
plona, 17-XII-1901. 
bispo tarraconense, por encargo del Papa, 
«que la Santa Sede no dejó de manifestar 
al Gobierno español cuán gravemente preo-
cupaba su ánimo el conocido Decreto, ni de-
jó de expresarle claramente el modo como 
la Santa Sede interpreta la legislación es-
pañola en lo que mira a las Congregaciones 
religiosas» 150: como, en efecto, había reali-
zado en sus protestas de octubre. El 25, sig-
nificativamente, El Correo, diario sagastino, 
publicó el texto de la primera carta sin nin-
gún comentario, y la protesta de la opiriión 
democrática y republicana, que no había ad-
vertido la trascendencia de la promesa de 
Sagasta, se alzó violentamente. La sugeren-
cia episcopal, se dijo, obligaba a negociar 
con Roma lo que era competencia de los 
poderes públicos; «porque atribuye al pre-
sidente del Consejo el compromiso de ape-
lar al arto 45 del Concordato» y de sus-
pender el cumplimiento de la medida de 
González en cuanto le constase la protesta 
de Roma 151. El 27 de noviembre, el republi-
cano Ballestero llevó el asunto ante el Con-
greso 152, y, el 28, la prensa dio a conocer la 
respuesta del cardenal Rampolla a monse-
ñor Costa, que terminaba de aclarar el do-
ble juego del Gobierno. 
Tradicionalistas, dinásticos o no, y demó-
cratas y republicanos denunciaron el enga-
ño de Sagasta, quien, «conociendo ya hace 
tiempo la voluntad del Papa, ofrecía, sin 
embargo, no resolver esos asuntos sino de 
acuerdo con Roma» 153. Pero, en adelante, to-
da pretensión de replantear el asunto ante 
las Cortes fue rechazada por el Gabinete en 
151. Heraldo de Madrid, 28-XI-1901. Cfr. ibidem, 26-
XI-1901. 
152. Vid. Diario de las Sesiones .. . , Congreso ... , 27-
XI-1901. 
153. Hera:do de Madrid, 28-XI-1901. 
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razón de que no podía debatirse entonces 
lo que era objeto de negociaciones, si bien 
es cierto que tampoco existió especial em-
peño, por parte de los demócratas al menos, 
en suscitar la discusión parlamentaria: co-
mo si concedieran, tal vez conscientemente, 
una tregua al Gobierno, condicionando el 
porvenir al resultado de las gestiones ro-
manas. 
Sólo un hombre, don Alfonso González, no 
podía transigir con la nueva promesa; pues-
to que se basaba en la destrucción de su 
propio decreto y de la justificación de su 
llegada al ministerio. Y, en consecuencia, 
optó por una solución clara y medida: Pro-
bablemente tras el conocimiento de la pos-
tura nueva de Sagasta y antes del fin de 
año, parece redactó un nuevo decreto que 
aclaraba el de 19 de septiembre en el senti-
do de su propio criterio. Pero, al presen-
tarlo en Palacio, la reina le manifestó, según 
se dijo, que había resuelto «no firmar de-
cretos que se relacionen con esos asun-
tos» 154. En la actitud de la regente, si fue 
cierta, pesó tal vez una misiva autógrafa del 
Papa León XIII, en la que se dijo amena-
zaba con apoyar a Carlos VIp55 (acaso le re-
cordaba solamente los esfueros realizados 
antaño para que los tradicionalistas la aca-
tasen). Mas, para el ministro de la Gober-
nación, el camino estaba trazado, y, razo-
nando su dimisión por falta de salud, al pa-
recer real, fue interinamente relevado por 
Villanueva por decreto del 8 de enero de 
1902 156, si bien luego pospuso su cese defi-
nitivo a petición del jefe del Gobierno. 
154. Apud Fernando SOLDEVILLA, El año político 1902, 
Madrid, Imp. de Ricardo Rojas, 1903, p. 9. 
155. Cfr. Manuel CIGES APARICIO, España bajo la di-
nastía de los Barbones, Madrid, M. Aguilar editor, 
Al Gabinete no le cabía, pues, otra salida 
que un término feliz de las negocIaciones 
con el Vaticano, no sólo en lo relacionado 
con los institutos de perfección de la Igle-
sia, sino también en la reforma de la admi-
nistración eclesiástica establecida por el 
Concordato. Había sido ésta reclamada de 
nuevo, en noviembre de 1901, en la discu-
sión de los presupuestos: Primero, con el 
voto particular de García de Monfort, miem-
bro de la comisión dictaminadora sobre 
ellos, que, respaldado por los diputados de 
la Unión Nacional, había propuesto la reduc-
ción de los gastos del Estado en más de 
ciento diez millones de pesetas mediante 
economías en las partidas de Guerra y Agri-
cultura y en las obligaciones eclesiásticas 
del ministerio de Gracia y Justicia, de mo-
do que, sólo en estas últimas, se obtuviera 
una disminudón de más de diez millones. 
Para lograrlo, indicó la necesidad de nego-
ciar con Roma la reducción del presupues-
to, pero, al tiempo, la posibilidad de revisar 
el Concordato, cuyo cumplimiento estricto 
daría pie a otras economías sin necesidad 
de tratos. «Y, a fin de regularizar pronto y 
debidamente la organización eclesiástica de 
España, se propone a las Cortes que fijen 
un término de tres meses para que el Go-
bierno concluya sus negociaciones con la 
Santa Sede» 157. 
Rechazada esta iniciativa, habían sido los 
conservadores los que irónicamente, quizá 
para poner de manifiesto la debilidad del 
radicalismo gubernamental, pidieron que el 
ministerio negociase con la Santa Sede las 
1932, p. 392. No está en la Secretaría particular de la 
reina, en el Archivo del Palacio de Oriente. 
156. Cfr. El Imparcial, 9-1-1902. 
157. Diario de las Sesiones .. .• Congreso ... , 13-XI-1901. 
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restricciones en el Concordato reclamadas 
de Silvela, en 1899, por los propios fusionis-
taso Demócratas y republicanos exigieron lo 
mismo, y también la supresión, sin tratos, 
de los organismos subsistentes pero no con-
cordados. Y, al cabo, el ministro de Gracia 
y Justicia, marqués de Teverga, prometió el 
29 de noviembre que el gabinete gestionaría 
en Roma la reducción del presupuesto ecle-
siástico pedid~ en aquellas sesiones ISS. Pro-
bablemente para concretarlo, Teverga mis-
mo redactó, de acuerdo con Sagasta, un pro-
yecto de reforma del pacto del 51, que pudo 
ser enviado al embajador ante la Santa Se-
de a últimos de diciembre. Salcedo Ruiz 
aseguró más tarde que aquel proyecto de 
reforma, «con ideas muy radicales», había 
sido remitido a don Alejandro Pidal «sa-
biendo que no había de ser aceptado; pero 
el fin era ganar tiempo» 159, tal vez ante la 
cercanía de la mayor edad de Alfonso XIII. 
En efecto, el proyecto no fue aceptado si-
quiera por el embajador Pidal, que dimitió 
por ello el 18 de enero de 1902. Aunque ad-
virtió también al ministro de Estado que, 
«si le conviniera más que presentase las ba-
ses, no tengo inconveniente en hacerlo des-
pués de haberle expuesto con lealtad mi opi-
nión y la suerte que las auguro»: «en el Va-
ticano entienden que estamos en negociacio-
nes sobre el Real Decreto de González y que, 
mientras no se ultima la negociación, se 
deben suspender los efectos del Real De-
creto sin que proceda entrar en negociacio-
nes sobre otro Concordato mientras no se 
ponga en claro la inteligencia y el cumpli-
158. Cfr. ibtdem, 15, 16, 18, 20, 26, 27 Y 29-XI-1901. 
159. Op. cit., 868. 
160. Telegrama 18-1-1902, AMAE, Política: Santa Se-
de, lego 2.677: "Real decreto ... ". 
161. Cfr. Heraldo de Madrid, 8-11-1902. 
miento del que rige» lOO, Se aseguró más tar-
de que, sin dar cuenta al Gobierno, Pidal 
había llegado a convenir con monseñor Ram-
polla una reducción del presupuesto eclesial 
sin alterar en nada el tratado de 1851 161 • 
Pero, de hecho, al aceptar la dimisión, Al-
modóvar no le pidió que diera curso a las 
bases 162, que fueron olvidadas por unos me-
ses, e incluso las credenciales de despedida 
del embajador no fueron presentadas a León 
XIII hasta el 18 de marzo 163, Por eso, en su 
nota del día 3 de enero, la Santa Sede no 
respondió sobre el proyecto de reforma, que 
no conocía oficialmente, sino sobre la situa-
ción jurídica de los religiosos entablada en 
octubre. 
El3 de enero de 1902, en efecto, el cardenal 
Rampolla entregó al embajador español una 
nueva nota sobre el decreto de septiembre, 
que Pidal comunicó al ministro de Estado 
el día 10. Sobre la discusión concordataria 
decía el secretario de Su Santidad que el 
artículo 30 autorizaba todos los institutos 
femeninos establecidos y cuantos los obis-
pos quisieran instalar; que el 29 no tenía 
ningún fin restrictivo, sino la imposición de 
un compromiso al ministerio, y que «esa 
otra Orden [de la que hablaba el artículo 
29] no puede y no debe ser en la intención 
de los que estipularon el Concordato la mis-
ma e idéntica en todas las diócesis, puesto 
que en tal caso no se hubiera hablado in-
determinadamente de otra Orden, sino que 
hubiera sido más sencillo y más razonable 
precisarla». Suscribía, en definitiva, las pa-
labras de monseñor Brunelli, que citaba, 
162. Cfr. telegrama de Almodóvar a Pidal, 19-1-1902, 
loe. cit., nota 160. 
163. Cfr. telegrama de Pidal al ministro de Estado, 
18-111-1902, AMAE, Correspondencia. Embajadas y le-
gaciones: Santa Sede, lego 1.741. 
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según el cual «la expresión y otra Orden se 
ha usado por prudencia, en vez de la de y 
otras Ordenes, para no provocar el furor de 
los exaltados y del periodismo de su secta. 
Además debe entenderse de un modo de-
mostrativo, y no ya taxativo, como si se hu-
biese querido restringir su sentido a uno so-
lo de los Institutos Regulares; y es esta la 
inteligencia amigable con los Señores Mi-
nistros». 
Todas las demás órdenes y congregaciones 
-añadía aún monseñor Rampolla- estaban 
implícitamente consignadas en los artículos 
1, 2 Y 43 del Concordato. La praxis de los 
gobiernos lo rubricaba así, desde las reales 
cédulas refrendadas por Bravo Murillo en 
1852 para permitir el establecimiento de los 
jesuítas en Loyola y de los franciscanos des-
calzos, con fines misioneros. Y lo demostra-
ba también el hecho de que, en 1868, hubie-
ra novecientos conventos con dieciséis mil 
religiosos. En los discutidos decretos de 
autorización emanados del ministerio de 
Gracia y Justicia desde 1877, se consignaba 
la fórmula de que «por el Poder civil no hay 
inconveniente en que se funde dicha Comu-
nidad». La exención del servicio militar pa-
ra los individuos de institutos no concor-
dados suponía la existencia jurídica de to-
dos ellos. Y, en fin, el libre derecho de 
asociación para los religiosos había sido de-
clarado en el Congreso español el 17 de 
noviembre de 1871 y en el debate de la ley 
de 1887, que suscitó una enmienda sobre 
ello del pidaliano Canga Argüelles y la recla-
macióri de explicaciones por el propio mon-
señor Rampolla, nuncio entonces de Su San-
164. Apud dpcho. n.O 2, 10-1-1902, embajador a mi-
nistro de Estado, AMAE, Política: Santa Sede, lego 
2.677: Expte. "Proyecto de reforma del Concordato". 
ti dad en Madrid. En último término -con-
cluía el cardenal en su nota-, «surgiendo 
dudas sobre ello, éstas no pueden ser resuel-
tas más que de común acuerdo entre ambas 
partes interesadas» 164. 
De momento, el solo hecho de que existie-
ran las negociaciones bastó a Sagasta para 
eludir el tema religioso en los debates polí-
ticos. Toda alusión a él faltó asimismo en 
los programas parlamentarios elaborados en 
el consejo de ministros el 2 Y el 15 de ene-
ro. Cuando el 14, en las Cortes, el inte-
grista Nocedal replanteó el asunto del cum-
plimiento de la medida de septiembre y las 
negociaciones con Roma, no obtuvo sobre 
esto explicación alguna de Sagasta y, de 
González, sólo la diplomática respuesta de 
que él tenía la intención «de que el decreto 
se cumpla en las condiciones que el mismo 
decreto determina y en las que taxativamen-
te se marca en su preámbulo, que forma 
parte del real decreto» 165. 
Pero la duda de Nocedal, con todo, tenía 
un claro fundamento, en el que insistían los 
sectores eclesiásticos. En Razón y Fe de fe-
brero, el padre Villada, de la Compañía de 
Jesús, interpretó también las frases de Sa-
gasta en el Senado del 8 de noviembre como 
una transacción: «con toda solemnidad, an-
te la nación entera -afirmó el jesuíta-, se 
ha comprometido el Gobierno a no ejecutar 
el triste decreto, por lo que atañe a los re-
ligiosos, antes de que se presente y aprue-
be en las Cortes un proyecto de ley que mo-
difique la de Asociaciones del 87» 166. 
Lo que en realidad había asegurado el jefe 
liberal era que «la ley se modificará en 
165. Diario de las Sesiones ... , Congreso ... , 14-11-1902. 
166. P. VILLADA, La nueva ley de Asociaciones, "Ra-
zón y fe", febrero 1902, 166-167. 
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cuanto a hacer desaparecer de ella las difi-
cultades que tenga la inspección del poder 
civil en todas las Congregaciones religio-
sas» 167. Pero tan imprecisa afirmación fue 
luego concretada, de nuevo el 14 de febrero, 
en la nota «muy confidencial» que el duque 
de Almodóvar remitió al nuncio en respues-
ta a la anterior de monseñor Rampolla. 
«[ ... ] el Gobierno de S. M. -notificaba en 
ella- considera llegado el momento de pre-
sentar a las Cortes del Reino el proyecto de 
ley modificativo de la de Asociaciones de 30 
de Junio de 1887, en lo que debe afectar a 
las Ordenes religiosas no comprendidas ta-
xativamente en los artículos 29 y 30 del 
Concordato vigente, cumpliendo así lo ex-
puesto en el Real decreto de 19 de septiem-
bre último, respecto a la necesidad de ar-
monizar el ejercicio de las facultades de 
inspección que al Estado incumben con la 
índole diversa de las mencionadas Ordenes 
religiosas. [ ... ] inspirará este proyecto de 
reforma en el sentido de concederles toda la 
independencia y libertad compatibles con la 
legítima intervención que a la potestad civil 
compete. 
«En consecuencia, propondrá a las Cortes 
del Reino: 
»1.° Que la autoridad gubernativa no pue-
da penetrar en la parte de casa o monaste-
rio dedicada a la clausura canónica. No po-
drá establecerse clausura en el local en que 
se ejerza industria, se dé enseñanza o ten-
gan residencia o habitación los alumnos; 
»2.° Se declarará que para los efectos de 
la ley de Asociaciones " no se entenderá por 
167. Cito ibidem, 167. 
168. AMAE, Politica: Santa Sede, lego 2.677. 
169. Cfr. Heraldo de Madrid, 19-II-1902. 
sesiones o reuniones los actos dedicados al 
culto o a la devoción por los institutos re-
ligiosos; y 
»3.° Se derogará para las asociaciones de 
religiosos profesos aprobadas por la Santa 
Sede el párrafo 2.° del arttículo 8.° de la 
citada ley, que dispone que ninguna asocia-
ción pueda adoptar denominación idéntica 
a la de otra ya registrada en la provincia o 
tan parecida que ambas puedan fácilmente 
confundirse» 168. 
Se pretendía, pues, una solución prudente, 
que era, en realidad, un modo de conservar 
la situación con normas más seguras. Se tra-
taba de establecer una postura media y libe-
ral que sancionara la sumisión legítima de 
toda asociación al derecho común y permi-
tiera a un tiempo el mantenimiento de la 
vida religiosa en sus condiciones actuales. 
Muy oportunamente, el día 16, cincuenta mil 
obreros iniciaron la huelga general en Bar-
celona, y, desde el 17 al 10 de marzo, los 
políticos quedaron pendientes de tales su-
cesos. No faltó en ellos la nota religiosa (en 
Sabadell fue saqueado el colegio de maris-
tas) 169. Pero tampoco propasaron los límites 
frecuentes, y, sólo el día 8 de marzo, Rome-
ro Robledo se decidió a advertir la cercanía 
de la terminación del plazo que el decreto 
de septiembre había concedido a las asocia-
ciones para inscribirse legalmente 1'10, acaso 
como eco de idéntica advertencia formulada 
en El Imparcial de la mañana. Había suge-
rido el diario que «la clausura de las Cortes 
será la más evidente demostración de mie-
do» 171 del Gobierno ante el problema religio-
170. Cfr. Diario de las Sesiones .. .. Congreso .. ". 8-111-
1902. 
171. El Imparcial, 8-111-1902. 
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so. Y, ciertamente, tres días después, aque-
llas fueron clausuradas 172. 
5. Crisis y fracaso. 
Avanzado el segundo año del siglo, la ur-
gencia del decreto de septiembre, en cuyo 
texto se empeñaha la palabra de un minis-
tro, y la necesidad de coherencia ante la 
proclamación de Alfonso XIII, prevista pa-
ra mayo, aconsejaron la reorganización del 
Gabinete. La excusa vino con la dimisión de 
Urzáiz el día 11 de marzo de 1902, que se 
dijo había interpretado la suspensión de las 
sesiones, conforme a las explicaciones de 
Sagasta mismo, como la decisión de retirar 
el proyecto de ley para limitar la capacidad 
de emisión del Banco de España que aquel 
había propuesto. Don Alfonso González in-
sistió en su propio cese, pedido desde enero, 
en el consejo de ministros del 13 de marzo, 
y todos sus compañeros le imitaron para 
facilitar a la regente la solución de la crisis. 
Ante la opinión general sobre la convenien-
cia de hacer un gobierno de concentración 
de todas las tendencias que inaugarase en 
paz el nuevo reinado, doña María Cristina 
lo encomendó al propio Sagasta, que rehusó 
el encargo, acaso tras la negativa de Maura 
a formar parte de él, y ofreció, a trueque, 
la formación de un Gabinete de coalición de-
mocraticoliberal 173• 
Se trataba, por tanto, de pretender de nue-
vo una apariencia radical para su política 
172. Cfr. Diario de las Sesiones ... Congreso .. . , 11-111-
1902. 
173. Cfr. Ibidem, 5-IV-1902; El Imparcial, 14-111-1902; 
MÁXIMO [Angel SALCEDO RUIZ), El Anticlericalismo y 
Las Urdenes ReLigiosas en España ... , Madrid, Sáenz 
de Jubera hermanos, 1908, pág. 403, Y Diego SEVILLA 
templada, pero nada menos que con la in-
clusión de Canalejas, a quien ofreció una 
cartera, tal vez en la entrevista que mantu-
vieron el 15 de marzo 174. Como medida de 
precaución, el orador demócrata indicó a 
Sagasta su deseo de reunirse antes con de-
terminadas personas para acordar el progra-
ma futuro del Gobierno. Y, el 16, Moret, 
Weyler, el jefe del partido y Canalejas -to-
dos los invitados salvo Vega de Armijo y 
Montero Ríos, que estaban enfermos- acu-
dieron a casa de Sagasta para discutir los 
problemas fundamentales, que eran el cum-
plimiento del decreto de González, a punto 
de expirar su plazo, la reforma de la legisla-
ción del Banco de España, la cuestión social 
v la catalana, además de la fecha de reunión 
de Cortes. Moret y Canalejas fueron encar-
gados de redactar los acuerdos que allí que-
daron adoptados, y, por la tarde del 16 aún, 
los mismos reunidos aprobaron lo escrito 175, 
que fue considerado, en realidad, como el 
programa impuesto por Canalejas a modo 
de condición a su entrada en el ministerio, 
y que, para el problema eclesial, disponía 
textualmente: 
«A) Que no procede la derogación del de-
creto de 19 de septiembre. 
»)B) Que para preparar la ejecución del 
mismo se interese de las autoridades pro-
vinciales y se recabe del ministerio de Gra-
cia y Justicia, para su examen por el Con-
sejo de ministros, los datos y los títulos de 
existencia legal en España de las Asociacio-
nes, ejecutando desde luego el decreto; pero 
ANDRÉS, Antonio Maura. La revoluci6n desde arriba. 
Barcelona, Ed. Aedos, 1954, pág. 143. 
174. Vid. El Imparcial, 16-111-1902. 
175. Cfr. ibidem, 17-111-1902, y CANALEJAS, Diario de 
las Sesiones .. . Congreso ... , 5-XI-1902. 
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teniendo en cuenta, respecto de las diversas 
Ordenes religiosas, el Concordato y las ne-
gociaciones entabladas. 
»C) Que en último término, y para regular 
definitivamente el ejercicio del derecho de 
asociación en todas las esferas de la vida 
social, especialmente en lo que afecta a las 
clases obreras, se someta al Parlamento una 
ley orgánica del derecho de asociación, en 
sus diversas manifestaciones de derecho pú-
blico, de derecho privado y de carácter eco-
nómico. 
»D) Activar la negociación ya entablada, 
en cumplimiento de la oferta consignada en 
el discurso del Trono, acerca de la transfor-
mación del presupuesto eclesiástico» 176. 
En su reseña del acuerdo, El Liberal sumó 
otro punto, no incluí do en el texto trans-
crito, que era, sin embargo, decisivo para 
obligar a Sagasta. Los reunidos habían acor-
dado, según aquel diario, «que se establezca, 
para sus efectos entre las órdenes religio-
sas, la siguiente distinción: 
«A, Ordenes concordadas, es decir, las tres, 
de todos conocidas, que se consignan en el 
Concordato. 
»B. Ordenes toleradas, que son las res-
tantes. 
»C. Respecto a las órdenes toleradas dedi-
cadas a la vida contemplativa, se adopta-
rán las disposiciones emanadas del decreto 
de 19 de septiembre» 177. 
El 17 de marzo, el jefe del Gobierno presen-
tó el programa a la reina, que lo aceptó 178. 
Y, el 19, quedó formado el nuevo Gabinete 
con don Segismundo Moret en el Ministerio 
176. Cit. MOROTE, op. cit ., 99-100. 
177. El Li beral, 19-III-1902. 
178. Cfr. El Imparcial, 18-1II-1902. 
de la Gobernación, Canalejas en el de Agri-
cultura, su adicto Juan Montilla en Gracia 
y Justicia y don Tirso Rodríguez en el de 
Hacienda, en tanto que Almodóvar, Vera-
gua, Romanones y Weyler permaneCÍan en 
sus puestos de Estado, Marina, Instrucción 
pública y Guerra 179. El Liberal lo saludó co-
mo «algo que nace muerto»: porque «divor-
ciados van, desde antes de jurar, sus diver-
sos factores» 1l10, que habían de enfrentarse 
de inmediato con el decreto de González, 
cuyo plazo expiraba el día 20. 
Antes de la constitución del ministerio sin 
embargo, el lb de marzo, el propio ministro 
de la Gobernación cesante había transigido. 
Por iniciativa del marqués de Pidal, había 
sugerido a Sagasta que el Gobierno propu-
siera al Vaticano una transacción, «hacién-
dolo por telégrafo, quizá antes del día 19. 
Podría ser esto que Roma, distinguiendo en-
tre Asociaciones laicas y Comunidades reli-
giosas, declarase: 
« 1.0 Que, aunque no considerara a las Aso-
ciaciones laicas de lleno bajo el imperio de 
la ley de asociaciones, lo acepta y reconoce. 
»2.0 Que, entre las Comunidades religiosas 
distingue las que hayan obtenido y las que 
no hayan obtenido autorización del Go-
bierno. 
»3.0 Que, en cuanto a las que la han obte-
nido, Roma las considera en el Concordato, 
por lo cual y siendo esta inteligencia con-
traria a la del Gobierno, pide la aplicación 
del arto 45 del Concordato p[ar]a discutir y 
»4.0 Que, en cuanto a las que no han obte-
nido autorización, suplirán ésta con la ins-
179. Cfr . D iario de las Sesiones ... Congreso .. . , 5-IV-
1902. 
180. El L i beral, 19-1II-1902. 
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cripclOn [en el registro civil]; pero desde 
la inscripción quedará, como respecto de las 
anteriores, a discutir si les son o no apli-
cables los preceptos de la ley de asociacio-
nes» 181. 
Aceptada la sugerencia por Sagasta y pro-
puesta al nuncio el 12 por Almodóvar, mon-
señor Rinaldi había reparado aún que aque-
lla inscripción de los institutos podía ser 
negada por los gobernadores, en cuyo caso 
el acuerdo era una ficción. El ministerio 
respondió que, a tenor del artículo cuarto 
de la vigente ley de 1887, aquella sólo podía 
denegarse a las asociaciones ilícitas; que, 
no obstante, para evitar malentendidos, se 
haría constar que la inscripción no podría 
ser rehusada. Ocurrida después la crisis del 
19 de marzo, con la inclusión de Canalejas, 
fue éste enterado expresamente de lo que 
se había propuesto a Roma y acordó, con 
los demás ministros, mantener en secreto 
tal negociación a la hora de redactar el pro-
grama gubernativo 182. Cerciorado el nuncio 
de que el nuevo Gobierno mantenía la ofer-
ta 183, monseñor Rinaldi escribió a Moret, 
ministro ahora de Estado, que ya había co-
municado las bases a la Santa Sede y que 
el cardenal Rampolla le había manifestado 
que el Pontífice las aceptaba en estos tér-
minos: «Sa Sainteté veut que l'ordre omette 
la déclaration du jer point concernant les 
Associations la"iques, parceque celles-ci n' ont 
jamais été comprises dans les questions ac-
tuelles pendan tes avec la S. Siege [ ... ] 
Quant au 2eet 3eme point, la st Siege n' en-
tend préjuger en rien la these qu'il soutient: 
181. Carta de González a Sagasta, lO-III-1902, AMAE, 
Política: Santa Sede, lego 2.678: "Proyecto de refor-
ma ... ". 
182. Cfr; El Liberal, 13-V-1902, y MOROTE, op. cit., 
74-75. 
a savoir, que les Communautés religieuses, 
qui ont re9u une approbation du Gouverne-
ment doivent etre considérées comme auto-
risées déja par le Concordat; mais étant le 
Gouvernement d'un avis contraire, la S. Sie-
ge consent a discuter sur cette question en 
base de l' article 45 du meme Concordato 
«Quant au 4me point, il est bien entendu, 
que les Communautés Religieuses, qui n'ont 
re9U aucune approbation du Gouvernement 
jusqu'ici, n'auront a accomplir d'autre for-
malité que celle de l'Inscription, laquelle en 
aucun cas ne pourra leur etre refusée. Une 
tois accomplie cette formalité, les dites Com-
munautés seront considérées comme recon-
nues par tEtat, et comme telles elles seront 
comprises parmi les autres dont il s'agit 
sous le N.O 3 des bases envoyées» 184: lo que 
Moret aceptó el 24, al responder al nuncio 
«que el actual Gobierno mantiene los puntos 
de vista y las bases sobre las que planteó la 
negociación su antecesor» 185. 
Preciso era, pues, con tal defensa (y quizás 
a ello respondió la colaboración de Canale-
jas en la ocultación de lo propuesto), man-
tener la apariencia de formalidad que la opi-
nión democrática seguía exigiendo del nue· 
vo Gabinete. Por eso, para poder contro-
lar el cumplimiento de la norma de don Al-
fonso González, el ministro de Gracia y Jus-
ticia recibió el 20 de marzo una real orden 
del de Gobernación donde le pedía cuantos 
datos y antecedentes tuviera sobre aquel 
asunto. En tanto, el propio Moret enviaba 
Lma circular (y copia de ella al ministro 
de Estado) a los gobernadores civiles, en la 
183. Vid. tarjeta del nuncio al duque de Almodóvar, 
20-11I-1902, AMAE, loe. cit., nota 181. 
184. Carta "confidentielle", 21-III-1902, ibidem, lego 
2.677: "Real decreto ... ". 
185. Carta ibidem. 
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que les mandaba que remitieran «nota de 
las órdenes y Asociaciones religiosas exis-
tentes en las provincias respectivas, espe-
cificando, además, las condiciones de su 
existencia, a qué se dedican, si están o no 
autorizadas por real orden y cuáles han 
cumplido y cuáles no los requisitos acor-
dados en el decreto citado» 186. 
Montilla llevó ya al primer consejo de mi-
nistros del nuevo Gabinete los datos recla-
mados por Moret. Para estudiarlos, el con-
sejo designó una ponencia, formada por el 
duque de Almodóvar, Montilla y Canalejas, 
y, a instancias de éste -quien mostraba 
con ello que estaba sobreavlso de posibles 
dilaciones y engaños-, fue nombrada otra, 
constituída por él mismo, Montilla y Moret, 
a fin de redactar el proyecto de ley de Aso-
ciaciones. De modo que, si había aceptado 
la transacción con Roma sobre el decreto de 
septiembre, tal vez lo había hecho a fin de 
despejar el camino hacia una nueva norma 
general que contemplase la situación de los 
institutos religiosos. 
«Para determinar con seguridad las Co-
munidades religiosas de ambos sexos a quie-
nes alcance el decreto de 19 de Septiembre» 
y, en concreto, si la tercera orden del ar-
tículo 29 «ha de ser una misma para todas 
[las diócesis] o diversa para cada una», 
Moret pidió al ministro de Estado, por real 
orden de 22 de marzo, el texto de «las re-
clamaciones que la Santa Sede haya podido 
formular con ocasión del referido Real de-
creto, y cuanto sobre el particular crea 
oportuno manifestar V. E., toda vez que el 
186. El LiberaL, 21-111-1902. Vid. estas reales órde-
nes en AMAE, loe. cit., nota 184. 
187. Ibidem. 
188. Cfr. SAGASTA, Diario de las Sesiones... Congre-
arto 45 del Concordato prevé el caso de una 
diferencia de apreciación entre las dos Po-
testades, que sólo puede resolverse por me-
dio de una negociación». A lo que respondió 
Almodóvar el 28 que «el Poder civil español 
limitó su compromiso a las Casas y Ordenes 
enumeradas expresamente en los artículos 
29 y 30 del Concordato, conservando ínte-
gra su libertad para apreciar respecto de las 
demás el momento, la forma y las condicio-
nes en que cabría admitirlas en el territorio 
nacional; que estas Comunidades no con-
cordadas deben estar, por lo tanto, sujetas 
a la ley de 1887, y, por último, que se está 
en el caso de acogerse al arto 45 del Cone 
cordato para concertar con la Santa Sede 
un arreglo sobre esto» 187. 
Reanudadas las sesiones de Cortes, el 5 de 
abril, en el Congreso, el jefe del Gobierno 
leyó el programa del ministerio del 19 de 
marzo, del que se dijo recogía las bases 
acordadas en aquel mes y que había sido 
redactado por Canalejas 188. Proponía en él, 
junto a otros puntos secundarios, la apro-
bación de una ley nueva de asociaciones que 
respondiera mejor a los actuales «proble-
mas de derecho público, derecho privado y 
orden económico» (eco del pensamiento del 
demócrata sobre la evolución del liberalis-
mo). Pero anunciaba además el cumplimien-
to inmediato, «con todas sus indeclinables 
consecuencias», del decreto de González, que 
sólo habían acatado, según dijo, algunos ins. 
titutos religiosos. Si bien puntualizó que, 
«tratándose de una ejecución estricta del 
Real decreto de 19 de Septiembre, parece 
innecesario declarar que el Gobierno se atie-
so ... , 25-XI-1902, y Daniel LóPEZ, El Partido Liberal. 
Conversaciones con D. José Canalejas. Primera serie. 
Madrid, Establecimiento tipográfico editorial, 1912, 
pág. 116. 
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ne a lo establecido en el art_ 2.° de la ley de 
30 de Junio de 1887, sobre cuya interpreta-
ción formuló la Secretaría de Estado de la 
Santa Sede reclamaciones recogidas por el 
Ministerio anterior [ ... ]. En la actualidad 
se activa la tramitación de estas reclamacio-
nes que las constantes prácticas internacio-
nales sustraen por ahora al conocimiento 
de las Cámaras, a las que en sazón oportuna 
se comunicará también el resultado de las 
negociaciones entabladas para la reforma 
del presupuesto de obligaciones eclesiásti-
cas». Lo que era un modo positivo de deste-
rrar completamente de las Cortes cualquier 
interpelación sobre el vidrioso problema de 
los compromisos contraídos con Roma. 
Advirtió también el programa que el con-
sejo de ministros estaba revisando «las au-
torizaciones [de comunidades regulares] 
acordadas en una serie de Reales órdenes 
suscritas por gobernantes de diversos par-
tidos en distintas épocas». Y, en suma, con-
signó otros aspectos sociolaborales, econó-
micos y administrativos, en ningún caso 
tan precisos, no obstante, como los religio-
sos 189, que contribuían, con todo, a terminar 
de perfilar la nueva orientación intervencio-
nista que pretendía Canalejas para el Par-
tido Liberal. 
Silvela lo subrayó claramente en el debate 
ulterior, al advertir a éste el peligro de 
dejarse llevar por actitudes extremas 190. Pe-
ro, en realidad, el temor de los conservado-
res y la confianza de los demócratas en su 
radicalismo no hacían sino agravar el pre-
visible desprestigio que podía afectarle 
cuando se descubriera su participación, al 
189. Diario ' de las Sesiones .. . Congreso .. .• 5-IV-1902. 
190. Cfr. ibidem. 7-IV-1902. 
191. Cit. FERNÁNDEZ ALMAGRO, Ultimo Gobierno ... , 26. 
menos tolerante, en la transacción con Ro-
ma que suponían aquellas bases de marzo 
sobre el decreto de septiembre. 
El 5 de abril, el nuncio comunicó oficial-
mente al Gobierno, por carta al duque de 
Almodóvar, que el Vaticano estaba dispues-
to a negociar sobre estas bases: «Primera. 
Manteniendo siempre la Santa Sede firme 
su tesis de que las Comunidades religiosas 
que han obtenido la aprobación del Gobier-
no, deben ser de hecho consideradas y auto-
rizadas por el Concordato, y sosteniendo 
el Gobierno criterio opuesto, la misma San-
ta Sede consiente en discutir tal punto, de 
conformidad con el arto 45 del Concordato. 
Segunda. Las Comunidades religiosas hasta 
ahora no autorizadas por el Gobierno no 
tendrán que cumplir otra formalidad más 
que la inscripción civil, la cual no podrá ser 
negada. Tercera. Cumplido este requisito se 
considerarán reconocidas por el Gobierno y, 
en tal concepto, serán comprendidas en la 
cJase de las anteriores» 191. Insistente el mi-
nisterio en el ocultamiento, la reseña ofi-
ciosa que publicó la prensa tergiversó el 
sentido de la nota. Recogió el primer punto 
con rigor; pero, del segundo y del tercero, 
dijo sólo que las únicas asociaciones reli-
giosas que habían de considerarse compren-
didas en el decreto de septiembre eran las 
no autorizadas ni concordadas, de las que 
deberían «someterse a la ley común las que 
tengan carácter laico» 192. 
Dirigido el acuerdo a quitar toda virulencia 
a la medida de González, su ofrecimiento no 
suponía, sin embargo, la claudicación que 
luego se achacaría a Sagasta y Moret. La dis-
Cfr. el original. en francés. AMAE. Política: Santa 
Sede. lego 2.678: "Proyecto de reforma ... ". 
192. El Liberal, 5-IV-1902. 
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posiclOn segunda del 5 de abril no quiso 
sino legalizar la situación de los institutos 
establecidos sin autorización de ningún ti-
po. De modo que los asimilaba, por la ter-
cera base, a los autorizados ya, cuyo estatu-
to jurídico, no obstante, concordatario o no, 
continuaba discutiéndose. En su respuesta 
al nuncio del día 6 de abril, el duque de AI-
modóvar le subrayó así, al advertir que el 
gabinete tomaba «nota de que respecto a la 
primera y segunda [base] mantiene firme-
mente la Santa Sede su tesis de que las co-
munidades religiosas aprobadas por el Go-
bierno deben considerarse como autorizadas 
por el Concordato; pero en vista de que el 
Gobierno de S. M. mantiene la opinión con! 
traria, accede la Santa Sede a que se discu-
ta el asunto conforme a lo dispuesto en el 
arto 45 del citado Pacto. 
«Aceptadas por las dos Potestadas en la 
forma expuesta las referidas bases, el Go-
bierno de S. M. entiende que son el punto 
de partida para ulteriores negociaciones res-
pecto a las comunidades religiosas en Es-
paña de conformidad con lo pactado en el 
Concordato y acerca de la proyectada refor-
ma del mismo, sin que prejuzguen en nada 
ambos puntos» 193. 
El Estado español, por tanto, no se compro-
metía más que a negociar, aun cuando, en 
adelante, tal compromiso recibiera el nom-
bre, altisonante entonces, de modus viven-
di. Mera transigencia mínima entre partes 
que permitía negociar sobre ella, según de-
finición del Derecho Internacional, sin em-
193. Carta, AMAE, Política : Santa Sede, lego 2.677. 
194. Vid. El Liberal, 13-V-1902, que es el primer lu-
gar que conocemos donde aparece la denominación 
modus vivendi; ROMERO ROBLEDO, Diario de las Sesio-
nes... Congreso .. . , 15-VII-1903; P. VILLADA, Sobre la 
real orden contra las Asociaciones religiosas: obra ur-
bargo las fuentes de la época y la historio-
grafía posterior le dieron en seguida una 
abultada entidad 19\ que nunca tuvo, en par-
te acaso por las corrientes historicistas que 
entonces imperaban, con su tendencia a pres-
cindirde las formalidades jurídicas y a valo-
rar, por tanto; acuerdos de esa índole. Tam-
bién en parte por la transcendencia política 
que ciertamente revistió: desde el momen-
to en que don Segismundo Moret dirigió 
una real orden, fechada el 9 de abril, a los 
gobernadores civiles, en donde dictaba las 
reglas de actuación deduddas de aquellas 
bases. Según la nueva norma, tales autori-
dades debían de invitar a todas las asocia-
ciones religiosas existentes y no concorda-
das a someterse a la ley de asociaciones 
mediante su inscripción en el registro opor-
tuno, o adoptar «en caso contrario las dis-
posiciones coercitivas que las leyes estable-
cen». Las autorizadas por el gobierno habían 
de mostrar para ello «el documento origi-
nal por el que se concedió la autorización», 
y las no autorizadas expresamente, «la apro-
bación canónica de la Autoridad eclesiásti-
ca y [ ... ] la lista de las personas que la 
componen». De las asociaciones que en ade-
lante se establecieran, debían de exigir los 
mismos requisitos, conforme a lo dispuesto 
en el segundo artículo del decreto de Gon-
zález. Y del mismo modo había de aplicarse 
el artículo tercero de aquella norma, «con 
el rigor que en el mismo se previene», ~<a to-
da clase de Asociaciones, así civiles como 
religiosas, que cuenten entre sus miembros 
gente, "Razón y fe", mayo-agosto 1910, pág. 344; Juan 
VÁZQUEZ DE MELLA y FANJUL. Obras completas ... , vol. 
II!, 2.a ed., Madrid, Junta del homenaje a Mella, 1941, 
pág: 299 ; CIGES, op. cit., 393 ¡ Agustín BLÁNQUEZ FRAI-
LE, Historia de España. 3.a ed., Barcelona, Ed. Ramón 
Sopena, 1934, pág. 747, entre otros lugares. 
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o reciban temporal o permanentemente a 
súbditos extranjeros». 
Orde~aba además que procurasen que «las 
Asociaciones y Congregaciones religiosas 
que ejerzan alguna industria, cualquiera que 
sea su situación legal, si no estuvieren ins-
critas en la matrícula de la contribución in-
dustrial correspondiente», lo hicieran «sin 
pérdida de tiempo» 195. 
Según Moret, la orden fue ampliada dos días 
después con otra circular a los gobernado-
res donde les explicaba que lo indicado ve-
nía a satisfacer las exigencias de la Santa 
Sede, pero que mantenía el fondo del de-
creto de septiembre 196. Elementos eclesiásti-
cos advirtieron por eso más tarde que la or-
den de abril no había recogido ' exactamen-
te lo acordado con Roma; dado que aquella 
no hablaba «sólo de Congregaciones religio-
sas existentes, sino además de las futuras 
o sea de las que se establezcan después d~ 
la real orden, y de las que cuenten extranje-
ros entre sus miembros, y también de las 
Asociaciones laicas no monásticas» 197, para 
las que mantenía las medidas restrictivas 
del decreto de González. Pero esto, que vol-
vía a denotar acaso exigencias de cuño de-
mocrático y procuraba ocultar en lo posi-
ble la transacción, no fue protestado al pa-
recer por Roma. 
En verdad, aquel modus vivendi podía fa-
cilitar un punto de partida para negociar 
sobre él en adelante los puntos en litigio. 
Pero el simple hecho de que sus bases hubie-
ran sido mantenidas en secreto por el con-
195. AMAE, Política : Santa Sede, lego 2.678 : "Proyec-
to de reforma ... ". 
196. Cfr. Diario de las Sesiones .. . Congreso .. . , 9-VII-
1903. 
197. VILLADA, Sobre la real orden ... , 344-345. 
sejo de ministros, Canalejas incluso, habla-
ba del temor que al Gabinete inspiraba la 
opinión liberal, que había de acusarlo de 
rendición ante la diplomacia vaticana. Pues-
to que, ciertamente, lo que se esperaba o 
se exigía del Gobierno era una medida bien 
distinta 198. 
Empezó a advertir que no era esto lo que 
se preparaba el liberal Celleruelo en la se-
sión parlamentaria del día 9 de abril. 
Subrayó la ineficacia de la política fusio-
nista en la resolución de los problemas ac-
tuales y «las profundas diferencias que, en 
la doctrina y en el procedimiento, separan 
a los dos hombres más importantes de ese 
Gobierno», Moret y Canalejas. Sus prome-
sas anticlericales, en concreto, iban «a que-
dar reducidas a la más modesta expresión 
del ruido», a juzgar por los avances que al-
gún diario publicaba aquel día sobre lo ne-
gociado con Roma 199. Divulgaba la orden de 
Moret ellO, Melquiades Alvarez lo calificó 
en las Cortes el 11 de «derogación vergon-
zosa de aquel Real decreto» de González. 
En el debate a que dio lugar esta interpela-
ción, Moret y Sagasta insistieron en que los 
tratos con Roma eran el único camino legal, 
conforme al artículo 45 del Concordato, y 
Canalejas ratificó que lo indicado por aque-
lla norma de septiembre requería la acla-
ración de varios conceptos que eran objeto 
de negociación con Roma. Negociación que 
no había comenzado él: que estaba ya ini-
ciada cuando integró el Gobierno 200: que no 
juzgó inconveniente aun cuando anulase la 
disposición de González, porque esta ya · ha-
198. Vid. El Liberal, 2-IV-1902. 
199. Diario de ¿as Sesiones.. . Congreso .... 9-IV -1902. 
Vid. El Liberal, 1O-IV-1902. 
200. Diario de las Sesiones .. . Congreso ... , ll-IV-1902. 
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bía logrado su objetivo al reducir a setenta 
y dos los setecientos cincuenta religiosos ex-
tranjeros que habían motivado su publica-
ción 201. 
La razón podía ser válida. Pero, lo fuera o 
no, Canalejas había permitido al menos (y 
la había aprobado con su presencia en el Go-
bierno) la política de ocultación de la reali-
dad a la opinón del país. Y sin embargo, a 
partir de entonces, comenzaron a surgir ar-
gumentos para justificar que abandonase a 
Sagasta como si hubiera sido también él 
víctima del engaño. Hasta el extremo de 
que su colaborador Francos Rodríguez ase-
guraría más tarde que había hablado el día 
11 en el Congreso sin conocer la existencia 
de la real orden del 9 202, y, basándose en 
ciertas afirmaciones periodísticas inmedia-
tamente desmentidas, la historiografía pos-
terior (hasta nuestros días) ha creído que 
toda la gestación de aquel modus vivendi 
del que hablamos fue hecha por Moret, Sa-
gasta y Almodóvar a espaldas del demó-
crata 203. 
No fue así. Canalejas conoció, según vimos, 
lo que se pretendía. Pero, tras la sesión del 
11 de abril, hubo de evitar que su firmeza 
democrática quedase envuelta en el nuevo 
y reincidente desprestigio de Moret y Sa-
gasta. Para lo cual les advirtió por escrito 
«que no debíamos continuar por aquel ca-
mino sino hacer efectiva la promesa de la 
ley de Asociaciones» 204. La petición obligaba 
en definitiva a convertir de una vez en he-
chos las promesas de acción, y, conforme a 
201. Cfr. ibidem, 9-IV-1902. 
202. Cfr. op. cit., 257. 
203. Vid. El Liberal, 12-V-1902. donde comienza a 
tejerse la leyenda. desmentida por el Gobierno a par-
tir de esta misma fecha . 
204. Diario de las Sesiones ... Congreso .. .. ll-VII-1903. 
la actitud adoptada con González, el jefe 
del Gobierno tuvo que optar también ahora 
por prescindir del ministro. Se negó a pre-
sentar el proyecto entonces y, desde el mis-
mo día 11, Canalejas dijo considerarse fue-
ra del gabinete y la prensa comenzó á ser 
consciente de la crisis 205. 
La oposición se agrió más todavía a raíz de 
la circular que, el 8 de mayo, envió el nuncio 
a los obispos. En ella, tras advertir que 
«el Padre Santo, por especial deferencia ha-
cia S. M. la Reina Regente y su Gobierno, 
se ha servido hacerle algunas consideracio-
nes compatibles con los principios de la Igle-
sia», transcribía textualmente, palabra por 
palabra, aquellas tres bases aceptadas por 
el cardenal Rampolla en su carta del 5 de 
abril al duque de Almodóvar 206, que invita-
ban a las asociaciones religiosas a inscribir-
se en los registros civiles, sin que tal inscrip-
ción pudiera serles negada. La circular fue 
publicada por la prensa del mismo 8 de ma-
yo y, en adelante, la airada y desairada opi-
nión liberal notificó que Canalejas dejaría 
el gobierno en cuanto fuera celebrada la ju-
ra constitucional del rey'liTl. El día 10, Ro-
mero Robledo leyó el texto eclesiástico en 
la cámara baja; Canalejas eludió expresa-
mente toda responsabilidad sobre é1 2°S y, el 
10 aún, presentó formalmente la dimisión 
en carta dirigida a Sagasta, que, al parecer, 
le pidió que asistiera al consejo de minis-
tros del día siguiente, . que había de presidir 
la reina. En esta reunión, el primero accedió 
a aplazar su decisión, y, según Francos Ro-
205. Cfr. ibidem y El Liberal, ll-IV-1902 ss. 
206. Cit. ROMERO ROBLEDO, Diario de las Sesiones ... 
Congreso .. . , 10-V-1902. 
207. Cfr. El Liberal, 8 y 10-V-1902. 
208. Cfr. Diario de las Sesiones". Congreso.... 10-
V-1902. 
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dríguez, acordaron presentar el primero de 
junio el proyecto de ley de asociaciones, que 
era lo que él quería «sin la menor ingeren-
cia del Nuncio, y con el propósito de que no 
se clausurase el Parlamento hasta dejar 
aprobado tal proyecto, que formarían jun-
tos Canalejas, Moret y el Duque de Almo-
dóvar» 209. Para hacerlo, antes y después del 
17 de mayo, día de la jura constitucional del 
rey, la ponencia designada en marzo para 
elaborar la futura norma se reunió al menos 
tres veces en el Ministerio de la Goberna-
ción 210. Y, el 26, reunidos de nuevo los tres 
ponentes -Moret, Montilla y el propio Ca-
nalejas -acordaron al fin unas bases sobre 
las que podía elaborarse el texto definiti-
vo 211. Para ello contaron con cuatro proyec-
tos: El primero, del duque de Almodóvar, 
estaba redactado en el sentido de las propo-
siciones diplomáticas hechas por el Gobier-
no a Roma en el proyecto concordatario de 
Teverga, y, conforme a la reseña de Fran-
cos Rodríguez, disponía: 
«Que ninguna asociación religiosa podría es-
tablecerse sin expresa autorización, concedi-
da por ley votada en Cortes. 
»Que no se tramitaría ninguna petición de 
comunidad que no estuviera autorizada por 
la Santa Sede. 
»Que se respetaría la voluntad de los que 
quisieran romper el claustro, reconociéndo-
les la integridad de sus derechos civiles. 
~,Que se limitaría la facultad de enseñanza 
a las congregaciones. 
»Que las asociaciones dedicadas a industrias 
pagarían la contribución exigida a los de-
más ciudadanos. 
209. Op. cit., 276. Cfr. CANALEJAS, Diario de las Se-
siones... Congreso ... , 5-XI-1902, y ROMERO ROBLEDO, 
ibidem, 6-VII-1903. 
»Que no se considerarían como lícitas las 
asociaciones compuestas de extranjeros. 
»Que se limitaría la facultad de adquirir a 
los términos estrictos de los fines espiritua-
les de la Asociación. 
»Que en todo tiempo el Estado podría di~ 
solver las asociaciones, fuera de las tres con-
cordadas». 
En la línea de éste se situó el proyecto más 
general de don Segismundo Moret, que for-
mulaba siete bases poco comprometidas: 
«La primera, para definir el derecho de aso-
ciación en el mismo sentido de la ley Wal-
deck-Rousseau. 
pLa segunda, relativa a la personalidad y 
capacidad de adquirir las asociaciones. 
»La tercera, relativa a la necesidad de auto-
rización de las Cortes para establecer en Es-
paña una nueva comunidad. 
»La cuarta, para la revisión de las comuni-
dades existentes por una simple Real orden. 
»La quinta, relativa al registro de las comu-
nidades en los Gobiernos civiles y reglas pa-
ra la ruptura de la claustración en casos de 
orden público o por demanda de los enclaus-
trados. 
»La sexta, en la que preveía las casos de di-
solución de las comunidades. 
»La séptima, referente a los artículos del 
Concordato y su interpretación en sentido 
restrictivo». 
Más radical el proyecto de Canalejas, que 
fue juzgado por sus correligionarios «adap-
tación a España de la [ley] francesa de 1.0 
de julio de 1901, llamada ley Waldeck-Rous-
seau» 212, disponía en él, en primer lugar, 
que ningún instituto de perfección podría 
210. Vid. ibidem, 25-XI-1902, y El Liberal, 15 a 23-
V-1902. 
211. Cfr. El Liberal, 27-V-1902. 
212. FRANCOS RODRÍGUEZ, op. cit., 277-278. 
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establecerse en España sin «expresa autori-
zación, concedida mediante una ley hecha 
en Cortes», que nunca podría ser otorgada 
a los que careciesen de la aprobación de la 
Santa Sede ni a los que «contasen bula o 
breve por los cuales hubiesen sido prohibi-
dos». De modo que, de antemano, parecía 
quedar eliminada la Compañía de Jesús. 
Ninguna persona menor de edad podía in-
gresar en ellos, y el Estado se comprometía 
a amparar a los miembros de una comuni-
dad que «deseasen romper los vínculos que 
a ella los ligaren, y [ ... ] a este efecto faci-
litaría la exclaustración». Los centros reli-
giosos de enseñanza quedarían sometidos a 
las leyes generales que regulaban la oficial. 
De manera que era necesario que sus profe-
sores «se hallen provistos de todos aquellos 
títulos, condiciones y garantías que la ley 
exige a los demás ciudadanos». Y, en cual-
quier caso, quedaban sometidos a la inspec-
ción gubernativa, que alcanzaría también al 
cumplimiento de las disposiciones sobre hi-
giene y salubridad pública. Asimismo, las 
industrias y el comercio realizados por re-
gulares estarían sujetos «al pago de la co-
rrespondiente contribución» y, en lo referi-
do al vidrioso tema de la propiedad, ni las 
órdenes ni las congregaciones podrían ad-
quirir jamás otros inmuebles «que el edificio 
donde estuvieren instaladas». Todos los va-
lores mobiliarios que poseyesen habrían de 
ser colocados en títulos nominativos; no po-
drían recibir donaciones y legados más que 
en las condiciones impuestas en el Código 
civil, y, aun en este caso, habrían de ser en-
ajenados, si no eran estrictamente necesa-
rios para la vida de la institución. 
213. Cit. MORoTE, op. cit .• 112 ss. 
Las que estuviesen compuestas en su ma-
yor parte por no españoles serían disueltas. 
De acuerdo con el consejo de ministros, el 
de Gracia y Justicia podría «retirar la auto-
rización disponiendo el cierre de la casa, 
monasterio o convento de que se trate». Se-
rían nulas todas las donaciones, intervivos 
y testamentarias, a título oneroso o gratui-
to, hechas a favor de personas interpósitas. 
La autoridad civil podría «penetrar en cual-
quier tiempo en los conventos o monaste-
rios», y, en fin, sobre los institutos existen-
tes, el Gobierno procedería «a la revisión de 
todas las autorizaciones otorgadas hasta la 
fecha» 213. 
Según dijo la prensa el 27 de mayo, el acuer-
do de la ponencia había fraguado en torno 
a un cuarto proyecto, transaccionista, de 
Montilla; pero las bases esenciales del en-
tendimiento que entonces publicó coincidían 
con las de Canalejas 214. 
El mismo 27, el consejo de ministros aprobó 
el proyecto definitivo. Pero Sagasta se negó 
ahora a admitir que las Cortes fueran abier-
tas en seguida, so pretexto del viaje que el 
nuevo rey iba a realizar por Andalucía, y 
porque, pocos días después, hubieran teni-
do que ser clausuradas de nuevo ante el co-
mienzo del verano. Terminante y categóri-
camente, Canalejas le respondió que era la 
amenaza del nuncio a abandonar Madrid, 
si el Gobierno presentaba a las cámaras una 
ley nueva de asociaciones, lo que le inducía 
a negarse a ello. Y, apoyado ahora por Mo-
ret, que jugaba también su baza radical en 
la necesidad de abrir pronto las Cortes, am-
bos dimitieron. Pero Moret permaneció en 
el ministerio, convencido al parecer por Sa-
214. Vid. El Liberal, 27-V-1902, y MAURA, Diario de 
las Sesiones ... Congreso .... 9-VII-1903 
LA CUESTION RELIGIOSA EN ESPAÑA, 1899-1902 219 
gasta de que podía gobernar por decretos. 
También Weyler manifestó a la prensa días 
después que sólo había permanecido en el 
Gabinete por evitar una dificultad a don Al-
fonso XIII a pocos días de la jura, a pesar 
de su acuerdo con el político demócrata. 
Mas, de hecho, sólo éste abandonó el Go-
bierno, el 29 de mayo 215. 
El 10 de junio acabó la prórroga del plazo 
que el decreto del día 9 de abril había dado 
a los institutos de perfección no concorda-
dos para inscribirse en los gobiernos civiles 
conforme ordenaba la ley de asociaciones. 
Pero, a pesar de las seguridades de la pren-
Establecimientos religiosos 
inscritos en los gobiernos civiles: 









Pendientes de inscripción por 
defecto de título o falta de cla-
sificación: 
215. Cfr. El Liberal, 28 a 30-V-1902. 
216. Ibidem, 8-VI-1902. 
sa fusionista sobre la disposición del Gabi-
nete a prohibir la existencia de las que no 
10 hubieran hecho, la opinión radical dio 
por segura una nueva transacción: «Prepa-
rémonos -escribía El Liberal el 8 de ju-
nio- a contemplar los rodeos que dan y 
las habilidades que emplean para salvar de 
las disposiciones por ellos mismos dictadas, 
a las órdenes que carecen de la documen-
tación requerida »216. 
A la hora del recuento, apenas hubo mate-
ria para la protesta, conforme a la esta-
dística que Moret presentó en consejo de 









217. Apud. El Liberal, 19-VI-1902. 
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No inscritos: 
Por considerarse concordados 
Por no haberlo solicitado 
Por motivos ignorados 
TOTAL NO INSCRITOS 




En adelante, bien aclaradas las posturas du-
l'ante el período estudiado, el propio Gabi-
nete Sagasta y ministerios ulteriores pudie-
ron pretender la solución del pleito religio-






529 con 10.745 individuos 
2.586 con 40.188 » 
3.115 50.933 
el fracaso del decreto de 19 de septiem-
bre de 1901, norma fundamental de los años 
tratados, se centraron en la gesi~ción del 
que había de ser Convenio de 1904, que ha 
de requerir nuestra atención inmediata. 
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SUMMARIUM 
Factio Liberalis hispana introducit in sua causa 
quaestionem religiosam anno 1899. Probabiliter sibi 
est unica subsistendi possibilitas impulsui Factionis 
Conservatoris, propinqui traditionalismo alphonsino 
a Leone XIII alito. Quapropter proponit legislatio-
nem quae praesertim privatae docentiae, fere ex-
clusive rellgiosae, . vegilantiam statalem refert, ac 
maxime et vigilantiam institutorum perfectionis 
evangelicae. 
Haec omnia faciunt quaestionem iuridicam inter-
pretationis articuli 29 in Concordato anno 1851 
facto, qui ad litterum statum ad sustinendus insti-
tutos tres masculinos determinatos cogit, non cete-
rorum futuro constituto. 
Disputatio, primum inter liberales et traditiona-
listas, pervenit deinde diplomatica septembre anni 
1901. Prosequitur non confecta post annos nunc exa-
minatos. Pero hos annos novissima res publica, Sa-
gasta praeside, ad vigilandos institutos quasdam 
promulgat cautiones, praesertim dispositionem re-
giam septembre anni 1901. 
Aplicatione autem ulteriori monstrat intentionem 
duntaxat politicam. Sunt cautiones quae ad opinio-
nem destinantur, secreto autem cum Vaticano ne-
gotiatae. 
Ad hoc auctor consultavit fundos Archivi Generalis 
Ministerii Rerum Exteriorum, quod includit partem 
Archivi Legationis hispanae apud Vaticanum. Con-
sultavit etiam documenta Archivi Aedis Regiae Ma-
tritensis, et litteras cottidianas varie intentionis, et 
annales rerum gestarum at que recentem bibliogra-
phiam. 
ABSTRAeT 
The Spanish Liberal Party introduced the religious 
question to its program in 1899. This measure was 
probably considered necessary for subsistence, gi-
ven the strenght of the Conservative Party, which 
favoured to Sorne extent, the Alphonsine traditio-
nalism fostered by Leo XIII. Consequently it pro-
posed legislation affecting, aboye aH,. state super-
vision of private teaching -almost exclusively re-
ligious- and especiaHy the control of Institutes of 
christian perfection, aH of this gave rise to the ju-
ridical problem of the interpretation of Article 29 
of the Spanish Concordat which literaHy obliges the 
State to defend three specüicaHy-named male Insti-
tutes without special mention of other cases. Dis-
cussion between the Liberals and Traditionalists at 
a diplomatic level first occurred in September 1901 
and still continued, without definite conclusions 
having been reached, at the end of the period which 
is studied here. In this period, the last I..iberal Go-
vernment with Sagasta as President, promulgated 
sorne measures relating to the control of the Insti-
tutes, and, especially, the Royal Decree of 19-9-
1901. But the manner of its posterior application 
clearly shows that it was merely intended as a 
purely political measure. It was intended to placate 
public opinion and had, in fact, been secretly nego-
tiated with the Holy See. 
The following sources were consulted for purposes 
of thls present study: the General Archives of the 
Spanish Foreign Office, the documents of the Spa-
nish Embassy to the Holy See,. the Archives of the 
Royal Palace in Madrid, the daily press of various 
tendencies, historiography and recent bibliography. 

